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continúe su trámite legal y reglamentario en la ho-
norable Cámara de Representantes.

Manuel Virgüez,
Ponente.

El presente texto fue aprobado en Plenaria de 

ciones.
El Secretario General,

Emilio Otero Dajud.
* * *

TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN 
PLENARIA DE SENADO EL DÍA 13 DE DI-

CIEMBRE DE 2011  AL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 154 DE 2011 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Convenio 
sobre la Distribución de Señales Portadoras de 
Programas Transmitidas por Satélite”, hecho en 

Bruselas el 21 de mayo de 1974.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébese el “Convenio sobre la 

Distribución de Señales Portadoras de Programas 
Transmitidas por Satélite”, hecho en Bruselas el 
21 de mayo de 1974.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Conve-
nio sobre la Distribución de Señales Portadoras 
de Programas Transmitidas por Satélite”, hecho 
en Bruselas el 21 de mayo de 1974, que por el ar-
tículo 1° de esta ley se aprueba, obligará al país a 
partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo 
internacional respecto de la misma.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

TEXTO APROBADO EN PLENARIA DE 
SENADO EL DÍA 13 DE DICIEMBRE DE 

2011 AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 117 
DE 2011 SENADO

por medio de la cual se aprueba el “Convenio 
sobre el registro de objetos lanzados al espacio 
ultraterrestre”, suscrito en Nueva York, Estados 

Unidos de América, el doce (12) de noviembre de 
mil novecientos setenta y cuatro (1974).

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébese el “Convenio sobre el 
registro de objetos lanzados al espacio ultrate-
rrestre”, suscrito en Nueva York, Estados Unidos 
de América, el doce (12) de noviembre de mil no-
vecientos setenta y cuatro (1974).

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1994, el “Convenio 
sobre el registro de objetos lanzados al espacio 
ultraterrestre”, suscrito en Nueva York, Estados 
Unidos de América, el doce (12) de noviembre de 
mil novecientos setenta y cuatro (1974), que por 
el artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará a la 
República de Colombia a partir de la fecha en que 
se perfeccione el vínculo internacional respecto de 
la misma.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

Sesión Plenaria del Senado de la República el día 
13 de diciembre de 2011, al Proyecto de ley núme-
ro 117 de 2011 Senado, “Convenio sobre el regis-
tro de objetos lanzados al espacio ultraterrestre, 
suscrito en Nueva york, Estados Unidos de Améri-
ca, el 12 de noviembre de 1974”, y de esta manera 
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sesión Plenaria del Senado de la República el día 
13 de diciembre de 2011, al Proyecto de ley nú-
mero 154 de 2011 Senado, por medio de la cual 
se aprueba el “Convenio sobre la Distribución de 
Señales Portadoras de Programas Transmitidas 
por Satélite”, hecho en Bruselas el 21 de mayo de 
1974 y de esta manera continúe su trámite legal y 
reglamentario en la honorable Cámara de Repre-
sentantes.

Carlos Ramiro Chavarro Cuéllar,
Ponente.

El presente texto fue aprobado en Plenaria de 
-

ciones.
El Secretario General,

Emilio Otero Dajud.
* * *

TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLE-
NARIA DEL SENADO DE LA REPÚBLICA 

EL DÍA 13 DE DICIEMBRE DE 2011 AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 83 DE 2011 

SENADO
por medio de la cual se establece la letra legi-

ble en contratos y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Ámbito de aplicación. La presente 

ley se aplica a toda clase de contrato que se forma-
lice por escrito. 

Artículo 2°.Objeto. Proteger a usuarios, clien-
tes, empleados, consumidores, ahorradores, tarje-
tahabientes y todos aquellos que en una relación 
contractual se constituyan como parte no domi-
nante a parte débil.

Artículo 3°. Formalidad de los contratos. El 
tamaño de la letra, caracteres, contraste y demás 

trata la presente ley, deben corresponder a las for-
malidades mínimas determinadas por la Imprenta 
Nacional. El tamaño de la letra no podrá ser infe-
rior a 1,5 milímetros. 

Artículo 4°. Causal de inexistencia de cláusu-
las. Es inexistente de pleno derecho la cláusula 
que sea contraria a lo dispuesto en la presente ley, 
salvo que sea más favorable para la parte débil. 

Artículo 5°. Prohibición de remisión. Los con-

contener remisiones o llamados en asteriscos a 
otros textos o reglamentos no incluidos literalmen-
te en el contrato. 

Artículo 6°. Sanciones. Las personas jurídicas o 
naturales que violen lo ordenado en la presente ley 
se someterán a las multas que deberán ser regla-
mentadas por la Superintendencia del ramo, y que 
tendrán que ser determinadas en salarios mínimos 
mensuales.

Artículo 7°. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su promulgación y deroga to-
das las disposiciones que le sean contrarias. 

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

sesión Plenaria del Senado de la República el día 
13 de diciembre de 2011, al Proyecto de ley nú-
mero 83 de 2011 Senado, por medio de la cual se 
establece la letra legible en contratos y se dictan 
otras disposiciones, y de esta manera continúe su 
trámite legal y reglamentario en la honorable Cá-
mara de Representantes.

Camilo Sánchez Ortega,
Ponente.

El presente texto fue aprobado en Plenaria de 
Senado el 13 de diciembre de 2011 según texto 

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

* * *
TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLE-

NARIA DEL SENADO DE LA REPÚBLICA 
EL DIA 13 de DICIEMBRE de 2011 AL PRO-
YECTO DE LEY NÚMERO 131 DE 2011 SE-

NADO, 103 DE 2010 CÁMARA

20 de diciembre de 1996.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Modifíquese el artículo 1° de la 

Ley 334 de 1996, el cual quedará así:
Artículo 1°. Los recursos producto de la es-

tampilla “Universidad de Cartagena siempre a la 
altura de los tiempos”, serán invertidos así: 35% 
para la construcción, adecuación, remodelación, 
mantenimiento de la planta física, escenarios de-
portivos, bibliotecas, tecnología, bienestar univer-
sitario, educación virtual y demás bienes, elemen-
tos y equipos que se requieran para el desarrollo de 
su misión, así como la ampliación de la cobertura 
tendiente a aumentar el número de cupos univer-
sitarios y la creación de programas y ampliación 
de los mismos, en todas las sedes que la Univer-
sidad de Cartagena posea en el departamento de 
Bolívar; 25% para invertir en proyecto de investi-
gación, 10% para la sede del municipio de Magan-
gué, 10% para la sede del municipio de El Carmen 
de Bolívar y 10% para la sede del municipio de 
Mompox, 10% para otras sedes en municipios del 
departamento de Bolívar diferentes a Cartagena.

Parágrafo 1°. Los recursos que se invertirán en 
las sedes de los municipios distintos a Cartagena 

así: 65% para infraestructura, tecnología y bienes 
y servicios, 35% para los programas académicos.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 2° de la 
Ley 334 de 1996, el cual quedará así:

Artículo 2°. Amplíese la emisión de la Estam-
pilla “Universidad de Cartagena siempre a la altu-



GACETA DEL CONGRESO  987  Miércoles, 21 de diciembre de 2011 Página 3

ra de los tiempos”, hasta la suma de trescientos mil 
millones de pesos ($300.000.000.000), a precios 
constantes de 2011.

Parágrafo. Anualmente, la Junta Especial hará 
los ajustes pertinentes para la actualización mone-
taria del valor total de la emisión.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 3° de la 
Ley 334 de 1996, el cual quedará así:

Artículo 3°. Establézcase como el gravamen 
de la estampilla de que trata el artículo 1° de la 
presente ley a todos los actos jurídicos del orden 
departamental y municipal con excepción de los 
contratos laborales y órdenes de servicios perso-
nales. Adicionalmente, autorícese a la Asamblea 

-
terísticas y tarifa de los anteriores hechos grava-
dos en la presente ley. La Ordenanza que expida la 
Asamblea Departamental de Bolívar en desarrollo 
de lo dispuesto en la presente ley, será puesta en 
conocimiento del Gobierno Nacional a través del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

Parágrafo 1°. La tarifa contemplada en esta ley 
no podrá exceder el 2% del valor del hecho sujeto 
al gravamen.

Parágrafo 2°. Los contratos laborales, de apren-
dizaje e interadministrativos, sin cuantía entre 
Entidades Públicas quedan exentos de la presente 
estampilla.

Parágrafo 3°. Los actos gravados deben ejecu-
tarse, realizarse o desarrollarse en el departamento 
de Bolívar.

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 4° de la 
Ley 334 de 1996, el cual quedará así:

Artículo 4°. Facúltese al Concejo Distrital de 
Cartagena de Indias y a los Concejos Municipa-
les del departamento de Bolívar para que hagan 
obligatorio el uso de la estampilla “Universidad 
de Cartagena, Siempre a la Altura de los Tiempos” 
con destino exclusivo a la Universidad de Carta-
gena.

Artículo 5°. Modifíquese el artículo 5° de la 
Ley 334 de 1996, el cual quedará así:

Artículo 5°. La Junta Especial Estampilla Uni-
versidad de Cartagena siempre a la altura de los 
tiempos, será la encargada de diseñar y aprobar las 
políticas de los fondos que produzca la estampilla, 

su propio reglamento.
-

tará integrada de la siguiente manera:
a) Por el Gobernador del departamento de Bolí-

var, que será su Presidente;
b) Por un representante del Presidente de la Re-

pública;
c) Por el Rector de la Universidad de Cartage-

na; 
d) Por un representante del Cuerpo Docente de 

la Universidad de Cartagena elegido dentro de su 
seno;

e) Por un representante elegido por los estu-
diantes de la misma universidad.

Parágrafo 1°. El Rector de la Universidad de 
Cartagena, actuará como Representante Legal de 
la Junta, y en tal calidad, será el ordenador del gas-
to.

Artículo 6°. Modifíquese el artículo 6° de la 
Ley 334 de 1996, el cual quedará así:

Artículo 6°. El recaudo de la estampilla esta-
rá a cargo de los Entes Territoriales, las Entidades 
Públicas Descentralizadas del Orden Nacional, 
Departamental, Distrital y Municipal, para lo cual 

sea la Universidad de Cartagena donde consigna-
rán los recaudos. 

Artículo 7°. Modifíquese el artículo 7° de la 
Ley 334 de 1996, el cual quedará así:

Artículo 7°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación y deroga todas las disposi-
ciones que le sean contrarias.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

Sesión Plenaria del Senado de la República el día 
13 de diciembre de 2011, al Proyecto de ley núme-
ro 131 de 2011 Senado, 103 de 2010 Cámara, por 

diciembre de 1996.
Piedad Zuccardi, Antonio Guerra de la Es-

priella,
Senadores Ponentes.

El presente texto fue aprobado en Sesión Ple-
naria de Senado el 13 de diciembre de 2011 según 

-
ciones.

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

* * *
TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLE-

NARIA DEL SENADO DE LA REPÚBLICA 
EL DÍA 13 DE DICIEMBRE DE 2011 AL 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 67 DE 2011 
SENADO - 084 DE 2010 CÁMARA

por la cual se dictan disposiciones para el 
fortalecimiento administrativo del departamento 
Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa 

Catalina.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Las liquidaciones de las rentas na-

departamento Archipiélago de San Andrés, Provi-
dencia y Santa Catalina, por los conceptos estable-
cidos en la Ley 1ª de 1972, se harán efectivas sin 
descontar valor alguno.

los valores recolectados dentro de los 10 primeros 
días del mes inmediatamente siguiente al que se 
reporta.
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Parágrafo. La entidad pagadora efectuará el 
giro de los recursos al departamento Archipiélago 
de San Andrés, Providencia y Santa Catalina, den-

-
cación antes mencionada.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación y deroga todas las disposiciones que 
le sean contrarias.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

Sesión Plenaria del Senado de la República el día 
13 de diciembre de 2011, al Proyecto de ley núme-
ro 67 de 2011 Senado - 084 de 2010 Cámara, por la 
cual se dictan disposiciones para el fortalecimien-
to administrativo del departamento Archipiélago 
de San Andrés, Providencia y Santa Catalina y de 
esta manera continúe su trámite legal y reglamen-
tario en la honorable Cámara de Representantes.

Manuel Mazenet Corrales,
Ponente.

El presente texto fue aprobado en Plenaria de 
Senado el 13 de diciembre de 2011 según texto 

El Secretario General,
Emilio Otero Dajud.

* * *
TEXTO DEFINITIVO APROBADO EN 

PLENARIA DE SENADO EL DÍA 13 DE DI-
CIEMBRE DE 2011 AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 114 DE 2011 SENADO
por medio de la cual se aprueba el “Convenio 

Interamericano sobre Permiso Internacional de 
 adoptado el 8 de junio de 1995 

en Montrouis, República de Haití, y el “Protocolo 

-
do”, adoptado el 10 de junio de 2003 en Santiago, 

República de Chile.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Apruébense el “Convenio Intera-

mericano sobre Permiso Internacional de Radio-

Montrouis, República de Haití, y el “Protocolo de 
-

adoptado el 10 de junio de 2003 en Santiago, Re-
pública de Chile.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Conve-
nio Interamericano sobre Permiso Internacional de 

en Montrouis, República de Haití, y el “Protocolo 
-

adoptado el 10 de junio de 2003 en Santiago, Re-
pública de Chile, que por el artículo 1° de esta ley 
se aprueban, obligarán al país a partir de la fecha 

en que se perfeccione el vínculo internacional res-
pecto de los mismos. 

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de publicación.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

sesión Plenaria del Senado de la República el día 
13 de diciembre de 2011, al Proyecto de ley nú-
mero 114 de 2011 Senado, por medio de la cual se 
aprueba el “Convenio Interamericano sobre Per-

 adoptado 
el 8 de junio de 1995 en Montrouis, República de 
Haití, -
nio Interamericano sobre el Permiso Internacio-

, adoptado el 10 de junio 
de 2003 en Santiago, República de Chile y de esta 
manera continúe su trámite legal y reglamentario 
en la honorable Cámara de Representantes.

Guillermo García Realpe,
Ponente.

El presente texto fue aprobado en Plenaria de 
-

ciones.
El Secretario General,

Emilio Otero Dajud.
* * *

TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLE-
NARIA DEL SENADO DE LA REPÚBLICA 

EL DÍA 13 DE DICIEMBRE DE 2011 AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 18 DE 2011 

SENADO
por medio de la cual se expide el Estatuto de 

Arbitraje Nacional e Internacional y se dictan 
otras disposiciones.

El Congreso de la República
DECRETA:

SECCIÓN PRIMERA
Arbitraje Nacional

CAPÍTULO I
Normas generales del arbitraje na-

cional
Artículo 1°.  El arbi-

traje es un mecanismo alternativo de solución de 

árbitros la solución de una controversia relativa a 
asuntos de libre disposición o aquellos que la ley 
autorice.

El laudo puede ser en derecho, en equidad o 
técnico. El arbitraje en derecho es aquel en el cual 
los árbitros fundamentan su decisión en el derecho 
positivo vigente. En este caso, las partes compa-
recerán al proceso por medio de abogado, salvo 
las excepciones legales. El arbitraje en equidad es 
aquel en que los árbitros deciden según el sentido 
común y la equidad. Cuando los árbitros pronun-

-

el arbitraje es técnico.
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En los tribunales en que intervenga una entidad 
pública o quien desempeñe funciones administra-
tivas, si las controversias han surgido por causa o 
con ocasión de la celebración, desarrollo, ejecu-
ción, terminación y liquidación de contratos esta-
tales, incluyendo las consecuencias económicas de 
los actos administrativos expedidos en ejercicio de 
facultades excepcionales, el laudo deberá proferir-
se en derecho.

Artículo 2°. Clases. El arbitraje será ad hoc, si 
es conducido directamente por los árbitros, o insti-
tucional, si es administrado por un centro de arbi-
traje. A falta de acuerdo respecto de su naturaleza 
y cuando en el pacto arbitral las partes guarden 
silencio, el arbitraje será institucional. Cuando la 
controversia verse sobre contratos celebrados por 
una entidad pública, el proceso se regirá por las 
reglas señaladas en la presente ley para el arbitraje 
institucional.

Los procesos arbitrales son de mayor cuantía 
cuando versen sobre pretensiones patrimoniales 
superiores a cuatrocientos salarios mínimos lega-
les mensuales vigentes (400 smlmv) y de menor 
cuantía los demás.

Cuando por razón de la cuantía o de la natu-
raleza del asunto no se requiera de abogado ante 
los jueces ordinarios, las partes podrán intervenir 
directamente en el arbitraje.

Artículo 3°. Pacto Arbitral. El pacto arbitral es 
un negocio jurídico por virtud del cual las partes 
someten o se obligan a someter a arbitraje contro-
versias que hayan surgido o puedan surgir entre 
ellas.

El pacto arbitral implica la renuncia de las par-
tes a hacer valer sus pretensiones ante los jueces. 
El pacto arbitral puede consistir en un compromiso 
o en una cláusula compromisoria.

En el pacto arbitral las partes indicarán la na-
turaleza del laudo. Si nada se estipula al respecto, 
este se proferirá en derecho.

Son válidas las estipulaciones de las partes que 
establezcan condiciones o el agotamiento de requi-
sitos de procedibilidad para acceder al arbitraje. 
Sin embargo, la inobservancia de tales condicio-
nes o requisitos no constituirá un incumplimiento 
del contrato, ni afectará la competencia del tribu-
nal arbitral para conocer de la controversia.

Parágrafo. Si en el término de traslado de la de-
manda, o de su contestación, o de las excepciones 

-
bitral y la otra no la niega expresamente, ante los 
jueces o el tribunal de arbitraje, se entiende válida-
mente probada la existencia de pacto arbitral.

Artículo 4°. Cláusula compromisoria. La cláu-
sula compromisoria, podrá formar parte de un con-
trato o constar en documento separado inequívo-
camente referido a él.

La cláusula compromisoria que se pacte en 
documentos separado del contrato para producir 
efectos jurídicos deberá expresar el nombre de las 

partes e indicar en forma precisa el contrato a que 

Artículo 5°. Autonomía de la cláusula com-
promisoria. 
del contrato no afecta la cláusula compromisoria. 
En consecuencia, podrán someterse a arbitraje las 
controversias en las que se debata la existencia, 

Tribunal será conducente aunque el contrato sea 

La cesión de un contrato que contenga pacto 
arbitral, comporta la cesión de la cláusula compro-
misoria.

Artículo 6°. Compromiso. El compromiso po-
drá constar en cualquier documento, que contenga:

1. Los nombres de las partes y su domicilio.
2. La indicación de las controversias que se so-

meten al arbitraje.
3. Los nombres de los árbitros o la forma de 

designarlos.
4. La indicación del proceso en curso, cuando a 

ello hubiere lugar. En este caso las partes podrán 
ampliar o restringir las pretensiones aducidas en 
aquel.

Artículo 7°. Árbitros. Las partes determinarán 
conjuntamente el número de árbitros, que siempre 
será impar. Si nada se dice al respecto, los árbi-
tros serán tres (3), salvo en los procesos de menor 
cuantía, caso en el cual el árbitro será único.

El árbitro debe ser colombiano y ciudadano en 
ejercicio; no haber sido condenado por sentencia 
judicial a pena privativa de la libertad, excepto por 
delitos políticos o culposos, ni estar inhabilitado 
para ejercer cargos públicos o haber sido sancio-
nado con destitución.

Los árbitros en derecho deberán cumplir los 
mismos requisitos exigidos para ser magistrado de 
Tribunal Superior de Distrito Judicial.

Artículo 8°. Designación de los árbitros. Las 
partes nombrarán conjuntamente los árbitros, o de-
legarán tal labor en centro de arbitraje o un tercero, 
total o parcialmente. La designación a cargo de los 
centros de arbitraje se realizará siempre mediante 
sorteo, dentro de la especialidad jurídica relativa a 
la respectiva controversia y asegurando una distri-
bución equitativa entre los árbitros de la lista.

Ningún árbitro o secretario podrá desempeñar-
se simultáneamente como tal, en más de cinco (5) 
tribunales en que intervenga como parte una enti-
dad pública o quien ejerza funciones administrati-

Artículo 9°. Secretarios. Los árbitros designa-
rán un secretario quien deberá ser abogado y no 
podrá ser cónyuge o compañero permanente, ni 
tener relación contractual, de subordinación o de-
pendencia, de parentesco de consanguinidad hasta 

único civil con ninguno de los árbitros. El secreta-
rio deberá ser escogido de la lista del centro en la 
que se adelante el procedimiento arbitral.
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Artículo 10. Término. Si en el pacto arbitral no 
se señalare término para la duración del proceso, 
este será de seis (6) meses, contados a partir de la 

Dicho término podrá prorrogarse una o varias 
veces, sin que el total de las prórrogas exceda de 
seis (6) meses, a solicitud de las partes o de sus 
apoderados con facultad expresa para ello.

Al comenzar cada audiencia el secretario infor-
mará el término transcurrido del proceso.

Artículo 11. Suspensión. El proceso se suspen-
derá por solicitud de ambas partes con la limita-
ción temporal prevista en esta ley y además desde 
el momento en que un árbitro se declare impedido 
o sea recusado, y se reanudará cuando se resuelva 
al respecto.

Igualmente, se suspenderá por inhabilidad, re-
nuncia o muerte de alguno de los árbitros, hasta 
que se provea a su reemplazo.

Al término del proceso se adicionarán los días 
de suspensión, así como los de interrupción por 
causas legales. En todo caso, las partes o sus apo-
derados no podrán solicitar la suspensión del pro-
ceso por un tiempo que exceda de noventa (90) 
días.

No habrá suspensión por prejudicialidad.
CAPÍTULO II

Trámite
Artículo 12. Iniciación del proceso arbitral. El 

proceso arbitral comenzará con la presentación de 
la demanda, que deberá reunir todos los requisi-
tos exigidos por el Código de Procedimiento Civil, 
acompañada del pacto arbitral, dirigida al centro 
de arbitraje acordado por las partes. En su defecto, 
a uno del lugar del domicilio de la demandada, y 
si esta fuere plural, en el de cualquiera de sus in-
tegrantes. El centro de arbitraje que no fuere com-
petente, remitirá la demanda al que lo fuere. Los 

Centros de Arbitraje serán resueltos por el Minis-
terio de Justicia y del Derecho.

Si no hubiere centro de arbitraje en el domicilio 
acordado o en el del domicilio del demandado, la 
solicitud de convocatoria se presentará en el centro 
de arbitraje más cercano.

Tratándose de procesos en los que es deman-
dada una entidad pública, el centro de arbitraje 
correspondiente deberá remitir comunicación a la 
Agencia Nacional de Defensa Jurídica de la Na-
ción, informándola de la presentación de la de-
manda. La remisión de la comunicación a que se 

la continuación del proceso arbitral.
Artículo 13. Amparo de pobreza. El amparo de 

pobreza se concederá, total o parcialmente, en los 
términos del Código de Procedimiento Civil. Si 
hubiere lugar a la designación del apoderado, esta 
se hará a la suerte entre los abogados incluidos en 
la lista de árbitros del respectivo centro de arbitra-
je, salvo que el interesado lo designe.

El amparado quedará exonerado del pago de 
los honorarios y gastos del Tribunal Arbitral, sin 
perjuicio de lo que resuelva el laudo sobre costas.

Artículo 14. Integración del tribunal arbitral. 
Para la integración del tribunal se procederá así:

1. Si las partes han designado los árbitros, pero 
no consta su aceptación, el director del centro de 
arbitraje los citará por el medio que considere más 

-
mino de cinco (5) días. El silencio se entenderá 
como declinación.

2. Si las partes no han designado los árbitros 
debiendo hacerlo, o delegaron la designación, el 
director del centro de arbitraje requerirá por el 

partes o al delegado, según el caso, para que en 
el término de cinco (5) días hagan la designación.

3. Si las partes delegaron al centro de arbitraje 
la designación de todos o alguno o varios de los 
árbitros, aquella hará por sorteo dentro de los cin-
co (5) días siguientes a la solicitud de cualquiera 
de ellas.

4. En defecto de la designación por las partes o 
por el delegado, el juez civil del circuito designa-
rá de plano principales y suplentes, de la lista de 
árbitros del centro en donde se haya radicado la 
demanda, al cual informará de su actuación.

5. De la misma forma se procederá siempre que 
sea necesario designar un reemplazo.

6. Las partes, de común acuerdo, podrán reem-
plazar, total o parcialmente, a los árbitros con an-
terioridad a la instalación del tribunal.

Artículo 15. Deber de información. La persona 
a quien se comunique su nombramiento como ár-
bitro o como secretario deberá informar, al aceptar, 
si coincide o ha coincidido con alguna de las par-
tes o sus apoderados en otros procesos arbitrales 
o judiciales, trámites administrativos o cualquier 
otro asunto profesional en los que él intervenga o 
haya intervenido como árbitro, apoderado, consul-
tor, asesor, secretario o auxiliar de la justicia en el 
curso de los dos (2) últimos años.

Si dentro de los cinco (5) días siguientes al reci-
bo de la comunicación de aceptación, alguna de las 
partes manifestare por escrito su deseo de relevar 
al árbitro o al secretario con fundamento en la in-
formación suministrada por este, se procederá a su 
reemplazo en la forma prevista para este efecto. Si 

-
mada la designación.

Si durante el curso del proceso se llegare a es-
tablecer que el árbitro o el secretario ocultaron in-
formación que debieron suministrar al momento 
de aceptar el nombramiento, por ese solo hecho 
quedarán impedidos, y así deberán declararlo, so 
pena de ser recusados.

En todo caso, a lo largo del proceso, los árbi-
tros y los secretarios deberán revelar sin demora 
cualquiera circunstancia sobrevenida, que pudiere 
generar en las partes dudas sobre su imparcialidad 
e independencia. Si cualquiera de estas conside-
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ra que tal circunstancia afecta la imparcialidad o 
independencia del árbitro, los demás árbitros de-
cidirán sobre su separación o continuidad, y si no 
hubiere acuerdo entre aquellos, o se tratare de un 
solo árbitro o de la mayoría o de todos, decidirá el 
juez civil del circuito.

Artículo 16. Impedimentos y recusaciones. Los 
árbitros y los secretarios están impedidos y son 
recusables por las mismas causales previstas para 
los jueces en el Código de Procedimiento Civil, 

de intereses señalados en el Código Disciplinario 
Único, y por el incumplimiento del deber de infor-
mación indicado en el artículo anterior.

En los arbitrajes en que sea parte el Estado o 
alguna de sus Entidades, además de lo previsto en 
el inciso anterior, se aplicarán las causales de im-
pedimento y recusación previstas en el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo.

Los árbitros nombrados por el juez o por un ter-
cero, serán recusables dentro de los cinco (5) días 
siguientes a la comunicación de su aceptación a 
las partes.

Los árbitros nombrados por acuerdo de las par-
tes no podrán ser recusados sino por motivos so-
brevenidos con posterioridad a su designación, y 
dentro de los cinco (5) días siguientes a aquel en 
que la parte tuvo conocimiento de los hechos.

Artículo 17. Trámite de los impedimentos y las 
recusaciones. El árbitro que se declare impedido 
cesará inmediatamente en sus funciones y lo co-
municará a quien o quienes lo designaron, para 
que procedan a reemplazarlo.

El árbitro o árbitros que fueren recusados se 
pronunciarán dentro de los cinco (5) días siguien-
tes. Si el recusado o recusados aceptan la recusa-
ción o guardan silencio, cesarán inmediatamente 
en sus funciones, hecho que se comunicará a quien 
hizo la designación para que proceda a su reempla-
zo. Si el árbitro rechaza la recusación, los demás 
árbitros decidirán de plano. Si fueren recusados 
todos los árbitros o varios, o se tratare de árbitro 
único, decidirá en la misma forma el juez civil del 
circuito.

La providencia que decide la recusación no será 
susceptible de ningún recurso.

Artículo 18. Impedimentos y recusaciones de 
magistrados. Los magistrados que conozcan de los 
recursos extraordinarios de anulación o revisión, 
estarán impedidos y serán recusables conforme a 
las reglas generales del Código de Procedimiento 

-
gure alguna causal frente a quienes hubieran inter-
venido como árbitros, secretario o auxiliares de la 
justicia en el proceso arbitral.

Artículo 19. Control Disciplinario. En los tér-
minos de la ley estatutaria de la administración de 
justicia, el control disciplinario de los árbitros, los 
Secretarios y los auxiliares de ley los tribunales 
arbitrales, será ejercido por el Consejo Superior 

de la Judicatura y los Consejos Seccionales de la 
Judicatura, de acuerdo con lo previsto en el Có-
digo Disciplinario Único y las demás normas dis-
ciplinarias aplicables a los servidores judiciales y 
auxiliares de la justicia.

Artículo 20. Instalación del tribunal. Aceptada 
su designación por todos los árbitros y, en su caso, 
cumplidos los trámites de recusación y reemplazo, 
el Tribunal Arbitral procederá a su instalación, en 

día y hora.
Si alguno de los árbitros no concurriere, podrá 

-
tro de los tres (3) días siguientes. Si no presentare 
dicha excusa o, si presentada, no concurriere en 
la nueva fecha, se procederá a su reemplazo en la 
forma prevista en la presente ley.

En la audiencia de instalación el centro de arbi-
traje entregará a los árbitros el expediente.

El Tribunal elegirá un presidente y designará un 
secretario, quien deberá manifestar por escrito su 
aceptación dentro de los cinco (5) días siguientes, 
y será posesionado una vez agotado el trámite de 
información o de reemplazo.

Sin perjuicio de lo que luego haya de decidir el 
Tribunal sobre su propia competencia en la prime-
ra audiencia de trámite, la admisión, la inadmisión 
y el rechazo de la demanda se surtirán conforme a 
lo previsto en el Código de Procedimiento Civil. 
El Tribunal rechazará de plano la demanda por au-

tendrá un término de veinte (20) días hábiles para 
presentar la demanda ante el juez competente para 
conservar los efectos derivados de la presentación 
de la demanda ante el Centro de Arbitraje.

El poder para representar a una cualquiera de 
las partes en la audiencia de instalación incluye la 

-
nes que adopte el Tribunal en la misma, sin que se 
pueda estipular lo contrario.

Artículo 21. Traslado y contestación de la de-
manda. De la demanda se correrá traslado por el 
término de veinte (20) días. Vencido este, se corre-
rá traslado al demandante por el término de cinco 
(5) días, dentro de los cuales podrá solicitar prue-
bas adicionales relacionadas con los hechos en que 
se funden las excepciones de mérito.

Es procedente la demanda de reconvención 
pero no las excepciones previas ni los incidentes. 
Salvo norma en contrario, los árbitros decidirán de 
plano toda cuestión que se suscite en el proceso.

Parágrafo. La no interposición de la excepción 
de compromiso o cláusula compromisoria ante el 
juez implica la renuncia al pacto arbitral.

Artículo 22. Reforma de la demanda. -
do el demandado del auto admisorio de la deman-
da, esta podrá reformarse por una sola vez antes de 
la iniciación de la audiencia de conciliación pre-
vista en esta ley.

Artículo 23. Utilización de medios electróni-
cos. En el proceso arbitral podrán utilizarse me-
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tes (1.000 smlmv). El Gobierno Nacional regla-
mentará las tarifas de honorarios y gastos.

En caso de árbitro único, los honorarios podrán 
incrementarse hasta en un cincuenta por ciento.

Los honorarios del secretario no podrán exce-
der de la mitad de los de un árbitro.

Cuando no fuere posible determinar la cuan-
tía de las pretensiones, los árbitros tendrán como 

la cantidad de quinientos salarios mínimos legales 
mensuales vigentes (500 smlmv).

Artículo 27. Oportunidad para la consigna-
ción. -
tos, cada parte consignará dentro de los diez (10) 
días siguientes, lo que a ella corresponda. El depó-
sito se hará a nombre del presidente del tribunal, 
quien abrirá para su manejo una cuenta especial en 
una entidad sujeta a la vigilancia de la Superinten-
dencia Financiera. Dicha cuenta deberá contener 
la indicación del tribunal arbitral y en ella solo po-
drán administrarse los recursos de este.

Si una de las partes consigna lo que le corres-
ponde y la otra no, aquella podrá hacerlo por esta 
dentro de los cinco (5) días siguientes. Si no se 
produjere el reembolso, la acreedora podrá de-
mandar su pago por la vía ejecutiva ante la justi-
cia ordinaria. Para tal efecto le bastará presentar 

En la ejecución no se podrá alegar excepción dife-
rente a la de pago.

De no mediar ejecución, las expensas pendien-
tes de reembolso se tendrán en cuenta en el laudo 
para lo que hubiere lugar. A cargo de la parte in-
cumplida, se causarán intereses de mora a la tasa 
más alta autorizada, desde el vencimiento del pla-
zo para consignar y hasta el momento en que can-
cele la totalidad de las sumas debidas.

Vencidos los términos previstos para realizar las 
consignaciones, sin que estas se hubieren efectua-
do, el tribunal mediante auto declarará concluidas 
sus funciones y extinguidos los efectos del pacto 
arbitral para el caso.

Artículo 28. Distribución de honorarios. Una 
vez el tribunal se declare competente el presidente 
entregará a cada uno de los árbitros y al secretario 
la mitad de los honorarios, y al centro de arbitraje 
la totalidad de lo correspondiente a él; el resto que-
dará depositado en la cuenta abierta para el efecto. 
El Presidente distribuirá el saldo de honorarios una 
vez terminado el arbitraje por voluntad de las par-
tes o por ejecutoria del laudo o de la providencia 
que decida sobre su aclaración, corrección o com-
plementación.

Terminado el proceso o decidido el recurso de 

gastos y, con la correspondiente cuenta razonada, 
devolverá el saldo a las partes.

Artículo 29. Procesos sometidos a la justicia 
ordinaria o contencioso-administrativa. Si del 
asunto objeto de arbitraje estuviere conociendo la 

dios electrónicos en todas las actuaciones y, en 
particular, para llevar a cabo todas las comunica-
ciones, tanto del tribunal con las partes como con 

la presentación de memoriales y la realización de 
audiencias, así como para la guarda de la versión 
de las mismas y su posterior consulta.

-
nicos se considerará recibida el día en que se en-

admisorio de la demanda, caso en el cual se con-
siderará hecha el día que se reciba en la dirección 
electrónica del destinatario.

Las partes y demás intervinientes podrán par-
ticipar en las audiencias a través de videoconfe-
rencia, teleconferencia o por cualquier otro medio 
técnico, bajo la dirección del tribunal arbitral.

La formación y guarda del expediente podrá 
llevarse íntegramente a través de medios electró-
nicos o magnéticos.

Los centros de arbitraje prestarán la debida co-
laboración a los árbitros y a las partes, y con tal 

Artículo 24. Audiencia de conciliación. Ven-
cido el término de traslado de las excepciones de 
mérito propuestas contra la demanda inicial o la de 
reconvención, o contestadas sin que se hubieren 
propuesto excepciones, o vencido sin contestación 
el término de traslado de la demanda, el tribunal 
señalará día y hora para celebrar audiencia de con-
ciliación, a la que deberán concurrir tanto las par-
tes como sus apoderados.

En la audiencia de conciliación el tribunal arbi-
tral instará a las partes a que resuelvan sus diferen-
cias mediante conciliación, para lo cual podrá pro-
ponerles fórmulas, sin que ello implique prejuzga-
miento. Si las partes llegaren a una conciliación, 
el tribunal la aprobará mediante auto que hace 
tránsito a cosa juzgada y que, en caso de contener 
una obligación expresa, clara y exigible, prestará 
mérito ejecutivo.

Artículo 25. Fijación de honorarios y gastos. 
Fracasada en todo o en parte la conciliación, en 

-
rios y gastos mediante auto susceptible de recurso 
de reposición, que será resuelto inmediatamente. 

pretensiones de la demanda, determinada de con-
formidad con el Código de Procedimiento Civil. Si 
hubiere demanda de reconvención, tomará como 
base la de la cuantía mayor.

Lo anterior, sin perjuicio de que las partes, an-
tes del nombramiento de los árbitros, acuerden los 
honorarios y así se lo comuniquen junto con su de-
signación.

Artículo 26. 
de gastos. Los árbitros tendrán como suma límite 

de mil salarios mínimos legales mensuales vigen-
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justicia ordinaria o la contencioso-administrativa, 
y siempre que no se haya proferido sentencia de 
única o primera instancia, el tribunal arbitral soli-
citará al respectivo despacho judicial la remisión 
del expediente.

Si el arbitraje no concluyere con laudo, el pro-
ceso judicial continuará ante el juez que lo venía 
conociendo, para lo cual el presidente del tribunal 
devolverá el expediente. Las pruebas practicadas y 
las actuaciones surtidas en el trámite arbitral con-
servarán su validez.

Artículo 30. Primera audiencia de trámite. 
Una vez consignada la totalidad de los honorarios 
y gastos, el tribunal arbitral celebrará la primera 
audiencia de trámite con la asistencia de todos sus 
miembros, en la cual resolverá sobre su propia 
competencia mediante auto que solo es suscepti-
ble de recurso de reposición. Si decidiere que no 
es competente para conocer de ninguna de las pre-
tensiones de la demanda y la reconvención, se ex-
tinguirán los efectos del pacto arbitral para el caso 
concreto, y se devolverá a las partes, tanto la por-
ción de gastos no utilizada, como los honorarios 
recibidos.

En caso de que el tribunal se declare competen-
te por mayoría de votos, el árbitro que haya salva-
do voto, cesará inmediatamente en sus funciones y 
será reemplazado en la forma prevista en esta ley. 
Nombrado el reemplazo, se reanudará y terminará 
la primera audiencia de trámite.

Por último, el tribunal resolverá sobre las prue-
-

me necesarias.
Concluida la audiencia comenzará a contarse el 

término de duración del proceso.
Artículo 31. Audiencias y pruebas. El tribunal 

en pleno realizará las audiencias que considere ne-
cesarias, con o sin participación de las partes. Las 
audiencias podrán realizarse por cualquier sistema 
que permita la comunicación de los participantes 
entre sí.

El tribunal y las partes tendrán respecto de las 
pruebas, las mismas facultades y deberes previstos 
en el Código de Procedimiento Civil y las normas 

-
cias que decreten pruebas no admiten recurso al-
guno; las que las nieguen son susceptibles de repo-
sición. Cuando la prueba haya de practicarse en el 
exterior, se aplicarán los tratados vigentes y apli-
cables en Colombia, y en subsidio las normas del 
Código de Procedimiento Civil, en lo pertinente.

En la audiencia de posesión del perito, el tri-
-

rán consignar, a buena cuenta de los honorarios de 
aquel, tanto la parte que solicitó la prueba, como 
la que formuló preguntas adicionales, dentro del 
término que al efecto le señale el tribunal, so pena 
de que se entienda desistida la prueba. El tribunal 

indicará qué parte o partes deberán cancelarlos y 

en qué proporción, y dispondrá el reembolso a que 
hubiere lugar.

El perito rendirá la experticia en el término que 
prudencialmente le señale el tribunal. Presentado 
el dictamen de él se correrá traslado a las partes 
por un término de hasta diez (10) días, dentro del 
cual aquellas podrán solicitar aclaraciones o com-
plementaciones, que si el tribunal estimare proce-
dentes, habrá de atender el perito en informe que 
será puesto en conocimiento de las partes por el 
mismo término.

El dictamen pericial no podrá ser objetado. 
Dentro del término de su traslado, o del de sus 
aclaraciones o complementaciones, las partes po-
drán presentar experticias para controvertirlo. Adi-
cionalmente, el tribunal, si lo considera necesario, 
convocará a una audiencia a la que deberán concu-
rrir obligatoriamente el perito y los demás exper-
tos, que podrán ser interrogados por el tribunal y 
por las partes.

luego de concluida esta audiencia si a ella se hu-
biere convocado; en caso contrario, una vez surti-
do el traslado del dictamen pericial, sus aclaracio-
nes o complementaciones.

Artículo 32. Medidas cautelares. A petición de 
cualquiera de las partes, el tribunal podrá ordenar 
las medidas cautelares que serían procedentes de 
tramitarse el proceso ante la justicia ordinaria o la 
contencioso administrativa, cuyos decreto, prác-
tica y levantamiento se someterán a las normas 
del Código de Procedimiento Civil, el Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencio-
so Administrativo y a las disposiciones especiales 
pertinentes. El tribunal podrá comisionar al juez 
civil municipal o del circuito del lugar en donde 
deba practicarse la medida cautelar.

Así mismo, el tribunal podrá imponer a cual-

de ellas, como medida cautelar, un deber de dar, 
hacer o no hacer, siempre que con ello se procure 
impedir la ocurrencia o la extensión de algún daño, 
o preservar elementos de prueba que pudieren ser 
relevantes y pertinentes para la controversia. Con 

medida cautelar, sustentará su razonabilidad, con-
veniencia y proporcionalidad. Cuando estas medi-
das cautelares se decreten a petición de parte, el 

Si el tribunal omitiere el levantamiento de las 
medidas cautelares, la medida caducará automáti-
camente transcurridos tres (3) meses desde la eje-
cutoria del laudo o de la providencia que decida 

-
trador o a quien le corresponda, a solicitud de par-
te, procederá a cancelarla.

Artículo 33. Audiencias de alegatos y de laudo. 
Concluida la instrucción del proceso, el Tribunal 
oirá en audiencia las alegaciones de las partes, por 
un espacio máximo de una hora cada cual, sin que 
interese el número de sus integrantes. En el cur-
so de la audiencia, las partes podrán entregar sus 
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alegaciones por escrito. A continuación el Tribunal 
señalará día y hora para audiencia de laudo, en la 
que se dará lectura a la parte resolutiva de este.

Artículo 34. Inasistencia de los árbitros. El ár-
-

quedará, sin más, relevado del cargo. Los árbitros 
restantes darán aviso a quien lo designó para que 
proceda a su reemplazo.

Artículo 35. Cesación de funciones del tribu-
nal. El tribunal cesará en sus funciones:

1. Cuando no se haga oportunamente la consig-
nación de gastos y honorarios prevista en la pre-
sente ley.

2. Por voluntad de las partes.
3. Cuando el litisconsorte necesario que no sus-

-
hiera oportunamente al pacto arbitral.

proceso o el de su prórroga.
5. Por la ejecutoria del laudo o, en su caso, de la 

providencia que resuelva sobre la adición, correc-
ción o complementación.

6. Por la interposición del recurso de anulación, 
sin menoscabo de la competencia del tribunal arbi-
tral para la sustentación del recurso.

CAPÍTULO III
Integración del contradictorio e interven-

ción de terceros
Artículo 36. Integración del contradictorio. 

Cuando por la naturaleza de la relación jurídica 
debatida en el proceso, el laudo haya de generar 
efectos de cosa juzgada para personas que no esti-
pularon el pacto arbitral, el tribunal ordenará la ci-

de la providencia que así lo ordene, se llevará a 
cabo dentro de los diez (10) días siguientes a la 
fecha de su decreto.

Los citados manifestarán expresamente su deci-
sión de adherir al pacto arbitral dentro de los cin-
co (5) días siguientes. De no hacerlo el tribunal 
declarará extinguidos los efectos del compromiso 
o de la cláusula compromisoria para dicha contro-
versia. Igual pronunciamiento se hará cuando no 

a la cláusula compromisoria o al compromiso. En 
la misma providencia en la que se declaren extin-
guidos los efectos del pacto arbitral, los árbitros 
ordenarán el reintegro a las partes de la totalidad 
de los honorarios.

Si todos los citados adhieren al pacto arbitral, 
-

ponda en los honorarios y gastos generales.
Cuando se trate de integración del contradic-

torio con quien haya suscrito el pacto arbitral, se 

el citado tendrá veinte (20) días para pronunciarse 
y contestar la demanda. Vencido este término el 
proceso continuará su trámite.

Artículo 37. Intervención de terceros. La inter-
vención de terceros en el proceso arbitral se so-
meterá a lo previsto a las normas que regulan la 
materia en el Código de Procedimiento Civil. Los 

concepto de honorarios y gastos del tribunal, como 
también el destinatario de los mismos, mediante 
providencia susceptible de recurso de reposición. 
La suma correspondiente deberá ser consignada 
dentro de los diez (10) días siguientes. Si el tercero 
no consigna oportunamente el proceso continuará 
y se decidirá sin su intervención.

CAPÍTULO IV
Laudo arbitral y recursos

Artículo 38. El laudo se acorda-

los árbitros, incluso por quien hubiere salvado el 
voto.

afecta la validez del laudo.
El árbitro disidente expresará por escrito los 

motivos de su discrepancia, el mismo día en que 

Artículo 39. Aclaración, corrección y adición 
del laudo. Dentro de los cinco (5) días siguientes 

-
-

drá serlo a solicitud de parte, formulada dentro del 
mismo término.

Artículo 40. Recurso extraordinario de anula-
ción. Contra el laudo arbitral procede el recurso 
extraordinario de anulación, que deberá interpo-
nerse debidamente sustentado, ante el tribunal ar-
bitral, con indicación de las causales invocadas, 
dentro de los treinta (30) días siguientes a su noti-

su aclaración, corrección o adición. Por secretaría 
del tribunal se correrá traslado a la otra parte por 
quince (15) días sin necesidad de auto que lo or-
dene. Vencido aquel, dentro de los cinco (5) días 
siguientes, el secretario del tribunal enviará los 
escritos presentados junto con el expediente a la 
autoridad judicial competente para conocer del re-
curso.

Artículo 41. Causales del recurso de anulación. 
Son causales del recurso de anulación:

1. La inexistencia, invalidez o inoponibilidad 
del pacto arbitral.

2. La falta de jurisdicción o de competencia.
3. No haberse constituido el tribunal en forma 

legal.
4. Estar el recurrente en alguno de los casos de 

emplazamiento, siempre que no se hubiere sanea-
do la nulidad.

5. Haberse negado o dejado de practicar prueba 
decretada sin fundamento legal, siempre y cuando 
se hubiere alegado la omisión oportunamente me-
diante el recurso de reposición y aquella pudiere 
tener incidencia en la decisión.
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6. Haberse proferido el laudo o la decisión so-
bre su aclaración, adición o corrección de errores 
aritméticos o de errores por omisión o cambio de 
palabras o alteración de estas, siempre que estén 

proceso arbitral.
7. Haberse fallado en conciencia o equidad, de-

biendo ser en derecho, siempre que esta circuns-

8. Contener el laudo disposiciones contradic-
torias, errores aritméticos o errores por omisión o 
cambio de palabras o alteración de estas, siempre 
que estén comprendidas en la parte resolutiva o in-

-
mente ante el tribunal arbitral.

9. Haber recaído el laudo sobre aspectos no su-
jetos a la decisión de los árbitros, haber concedido 
más de lo pedido o no haber decidido sobre cues-
tiones sujetas al arbitramento.

Las causales 1, 2 y 3 sólo podrán invocarse si el 
recurrente hizo valer los motivos constitutivos de 
ellas mediante recurso de reposición contra el auto 
de asunción de competencia.

Artículo 42. Trámite del recurso de anulación. 
La autoridad judicial competente rechazará de pla-
no el recurso de anulación cuando su interposición 
fuere extemporánea, no se hubiere sustentando o 
las causales invocadas no correspondan a ninguna 
de las señaladas en esta ley.

Admitido el recurso, el expediente pasará al 
despacho para sentencia, que deberá proferirse 
dentro de los tres (3) meses siguientes. En ella se 
liquidarán las condenas y costas a que hubiere lu-
gar.

La interposición y el trámite del recurso ex-
traordinario de anulación no suspenden el cumpli-
miento de lo resuelto en el laudo, salvo cuando la 
entidad pública condenada solicite la suspensión.

Artículo 43. Efectos de la Sentencia de anula-
ción. Cuando prospere cualquiera de las causales 
señaladas en los numerales 1 a 7 del artículo 41, se 
declarará la nulidad del laudo. En los demás casos 
este se corregirá o adicionará.

Cuando se anule el laudo por las causales 1 o 2, 
el expediente se remitirá al juez que corresponda 
para que continúe el proceso a partir del decreto 
de pruebas. La prueba practicada dentro del pro-

-
cia, respecto de quienes tuvieron la oportunidad de 
controvertirla.

Cuando se anule el laudo por las causales 3 a 7, 
el interesado podrá convocar un tribunal arbitral, 
en el que conservarán validez las pruebas debida-
mente practicadas, y en lo posible las actuaciones 
que no hubieren resultado afectadas por la anula-
ción.

La sentencia que anule el laudo total o parcial-
mente cumplido, ordenará las restituciones a que 
hubiere lugar.

De la ejecución del laudo conocerá la justicia 
ordinaria o la contencioso administrativa, según el 
caso.

Si el recurso no prospera se condenará en costas 
al recurrente.

Artículo 44. Prescripción y caducidad. Se con-
siderará interrumpida la prescripción y no operará 
la caducidad, cuando se anule el laudo por cual-
quiera de las causales 3 a 7, siempre que la parte 
interesada presente la solicitud de convocatoria 
de tribunal arbitral dentro de los tres (3) meses si-
guientes a la ejecutoria de la sentencia.

Artículo 45. Recurso de revisión. Tanto el lau-
do como la sentencia que resuelva sobre su anu-
lación son susceptibles del recurso extraordinario 
de revisión por las causales y mediante el trámite 
señalado en el Código de Procedimiento Civil. Sin 
embargo, quien tuvo oportunidad de interponer el 
recurso de anulación no podrá alegar indebida re-

-
pere el recurso de revisión la autoridad judicial 
dictará la sentencia que en derecho corresponda.

Artículo 46. Competencia. Para conocer del re-
curso extraordinario de anulación así como del de 
revisión en procesos arbitrales entre particulares, 
será competente la Sala Civil de la Corte Suprema 
de Justicia, y en aquellos donde haya sido parte 
una entidad pública, o un particular, con ocasión 
de su ejercicio de funciones públicas, será compe-
tente la Sección Tercera de la Sala de lo Conten-
cioso Administrativo del Consejo de Estado.

Artículo 47. Registro y archivo. El laudo orde-
nará su inscripción en el correspondiente registro, 
cuando a ello hubiere lugar, y el archivo del expe-
diente en el centro en el que se hubiese adelantado 
el proceso, respecto del cual este podrá expedir co-
pias y autorizar desgloses. Transcurridos cinco (5) 
años el centro podrá disponer que el expediente se 
conserve por cualquier medio técnico que garanti-
ce su reproducción.

Del mismo modo se procederá cuando el proce-
so termine por cualquiera otra causa.

CAPÍTULO V
Pérdida y reembolso de honorarios

Artículo 48. Pérdida y reembolso de honora-
rios. Los árbitros perderán la totalidad de los ho-
norarios y quedarán obligados a reembolsar al pre-
sidente los ya recibidos, en los casos de renuncia, 
remoción por inasistencia, prosperidad de la recu-
sación y falta a los deberes de información.

La muerte, inhabilidad o incapacidad del árbi-
tro no genera obligación de reembolsar los hono-
rarios recibidos.

-
tral, perderá el derecho a recibir la segunda parte 
de los honorarios. Cuando el tribunal cese en sus 

proceso o su prórroga sin haber expedido el laudo, 
los árbitros y el secretario perderán el derecho a 
recibir la segunda mitad de sus honorarios.
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Si el recurso de anulación prospera con funda-
mento en las causales 3 a 5 y 7 previstas en esta 
ley, los árbitros reembolsarán a las partes la segun-
da mitad de los honorarios recibidos.

CAPÍTULO VI
Ministerio Público

Artículo 49. Intervención del Ministerio Públi-
co. El Ministerio Público está facultado para ac-
tuar en los procesos arbitrales y en los trámites de 
amigable composición en los que intervenga una 
entidad pública, en defensa del orden jurídico, 
del patrimonio público y los derechos y garantías 
fundamentales. A dicho propósito el centro de ar-
bitraje informará a la Procuraduría General de la 
Nación, sobre la fecha en la que se realizará la ins-
talación del respectivo tribunal.

CAPÍTULO VII
Centros de Arbitraje

Artículo 50. Creación. Las entidades públicas 
y las personas jurídicas sin ánimo de lucro podrán 
crear centros de arbitraje con autorización del Mi-
nisterio de Justicia y del Derecho, previo cumpli-
miento de los siguientes requisitos:

1. Estudio de factibilidad desarrollado de acuer-
do con la metodología que para el efecto determi-
ne el Ministerio.

-
nancieros.

Artículo 51. Reglamentos de los centros de ar-
bitraje. Cada centro de arbitraje expedirá su regla-
mento, sujeto a la aprobación del Ministerio del 
Interior y de Justicia, que deberá contener:

1. El procedimiento para la conformación de las 
listas de árbitros, amigables componedores y se-
cretarios, los requisitos que ellos deben reunir, las 
causas de su exclusión, los trámites de inscripción, 
y la forma de hacer su designación.

2. Las tarifas de honorarios de árbitros y secre-
tarios.

3. Las tarifas de gastos administrativos.
4. Los mecanismos de información al público 

en general relativa a los procesos arbitrales y las 
amigables composiciones.

Artículo 52. Control, inspección y vigilancia. 
El Ministerio del Interior y de Justicia ejercerá el 
control, inspección y vigilancia de los centros de 
arbitraje.

CAPÍTULO VII
Arbitraje ad hoc

Artículo 53. Designación de árbitros en el ar-
bitraje ad hoc. Las partes designarán el o los árbi-
tros, según lo previsto en el pacto arbitral. Si for-
mulada solicitud por una de las partes a la otra para 
la designación del o los árbitros, esta no colabora 
o guarda silencio, la peticionaria podrá acudir al 
juez civil del circuito competente, acompañando 
prueba sumaria de haber agotado el trámite ante-
rior, para que este proceda al nombramiento, den-
tro de los cinco (5) días siguientes al recibo de la 

solicitud, mediante auto que no es susceptible de 
recurso alguno.

Artículo 54. Aceptación de los árbitros. Ambas 
partes o una de ellas, o el juez, según el caso, co-
municarán a los árbitros la designación por el me-

en el término de cinco (5) días se pronuncien. Si 
alguno de los árbitros no acepta o guarda silencio, 
se procederá a su reemplazo por quien lo hubiese 
designado.

Artículo 55. Deber de información e impedi-
mentos y recusaciones: Las reglas sobre el deber 
de información, impedimentos y recusaciones, 
previstas para el arbitraje institucional son aplica-
bles a los árbitros y secretarios de tribunales ad 
hoc.

Artículo 56. Instalación del tribunal. Los árbi-
tros, una vez aceptado su nombramiento, convoca-
rán a la audiencia de instalación del tribunal, en la 
que designarán presidente y señalarán el lugar en 
el que deberá presentarse la demanda, dentro de 
los quince (15) días siguientes. De no presentarse 
la demanda oportunamente, se extinguirá el pacto 
arbitral, y las partes quedarán en libertad de acudir 
a la justicia ordinaria.

El lugar indicado para presentar y contestar la 
demanda, será también el de funcionamiento del 
tribunal, a menos que posteriormente las partes 
dispongan lo contrario.

Salvo que lo decidan los árbitros, en el tribunal 
ad hoc no será necesario designar secretario.

Artículo 57. Trámite -
cación, traslado, contestación, oportunidad para 

-
rios y gastos, recursos y en general al trámite del 
proceso del arbitraje ad hoc, le serán aplicables las 
reglas previstas en esta ley para el arbitraje insti-
tucional.

CAPÍTULO VIII
Reglas de procedimiento

Artículo 58. Reglas de procedimiento. En los 
arbitrajes, en que no sea parte el Estado o alguna 
de sus Entidades, los particulares podrán acordar 
las reglas de procedimiento a seguir, directamente 
o por referencia a las de un Centro de Arbitraje, 
respetando, en todo caso los principios Constitu-
cionales que integran el debido proceso y lo dis-
puesto por las leyes especiales que regulen los pro-
cedimientos arbitrales.

SECCIÓN SEGUNDA
Amigable Composición

Artículo 59. La amigable composi-
ción es un mecanismo alternativo de solución de 

-
res, un particular y una o más entidades públicas, o 
varias entidades públicas, o un particular con oca-
sión de su ejercicio de funciones públicas, delegan 
en un tercero, denominado amigable componedor, 

las partes, una controversia de libre disposición.
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El amigable componedor podrá ser singular o 
plural.

Artículo 60. Efectos. La decisión del amigable 
componedor producirá los efectos legales propios 
de la transacción.

Artículo 61. Designación. Las partes podrán 
nombrar al amigable componedor directamente 
o delegar en un tercero su designación. El tercero 
delegado por las partes para nombrar al amigable 
componedor puede ser una persona natural o jurí-
dica.

SECCIÓN TERCERA
Arbitraje Internacional

CAPÍTULO I
Disposiciones Generales

Artículo 62. Ámbito de aplicación. Las normas 
contenidas en la presente sección se aplicarán al 
arbitraje internacional, sin perjuicio de cualquier 
tratado multilateral o bilateral vigente en Colom-
bia.

Las disposiciones de la presente sección, con 
excepción de los artículos 70, 71, 88, 89, 90 y 111 
a 116 se aplicarán únicamente si la sede del arbi-
traje se encuentra en territorio colombiano.

La presente sección no afectará ninguna otra 
ley colombiana en virtud de la cual determinadas 
controversias no sean susceptibles de arbitraje o 
se puedan someter a arbitraje únicamente de con-
formidad con disposiciones que no sean las de la 
presente ley.

Se entiende que el arbitraje es internacional 
cuando:

a) Las partes en un acuerdo de arbitraje tengan, 
al momento de la celebración de ese acuerdo, sus 
domicilios en estados diferentes; o

b) El lugar del cumplimiento de una parte sus-
tancial de las obligaciones o el lugar con el cual el 
objeto del litigio tenga una relación más estrecha, 
está situado fuera del Estado en el cual las partes 
tienen sus domicilios; o

c) La controversia sometida a decisión arbitral 
afecte los intereses del comercio internacional.

Para los efectos de este artículo:
1. Si alguna de las partes tiene más de un domi-

cilio, el domicilio será el que guarde una relación 
más estrecha con el acuerdo de arbitraje;

2. Si una parte no tiene ningún domicilio, se to-
mará en cuenta su residencia habitual.

Ningún Estado, ni empresa propiedad de un 
Estado, ni organización controlada por un Estado, 
que sea parte de un acuerdo de arbitraje, podrá in-
vocar su propio derecho para impugnar su capaci-
dad para ser parte en un arbitraje o la arbitrabilidad 
de una controversia comprendida en un acuerdo de 
arbitraje.

Artículo 63. Para los efectos re-
gulados en la presente sección:

1. “arbitraje”
independencia de que sea o no una institución ar-
bitral permanente la que haya de administrarlo;

2. “tribunal arbitral” -
bitro como una pluralidad de árbitros;

3. “autoridad judicial”
judicial en particular que debe conocer determina-
dos asuntos en los términos de la presente ley.

Artículo 64. Carácter internacional y Reglas 
de Interpretación. En la interpretación del arbi-
traje internacional, habrán de tenerse en cuenta su 
carácter internacional y la necesidad de promover 
la uniformidad de su aplicación y la observancia 
de la buena fe.

Las cuestiones reguladas en materia de arbitraje 
internacional que no estén expresamente resueltas 
en ella se resolverán de conformidad con los prin-
cipios generales que la inspiran.

Cuando una disposición de la presente sección, 
excepto el artículo 101, deje a las partes la facultad 
de decidir libremente sobre un asunto, esa facultad 
entraña la de autorizar a un tercero, incluida una 
institución, para que adopte esa decisión.

Cuando una disposición de la presente sección, 
-

brado o que puedan celebrar o cuando, en cual-

partes, se entenderán comprendidas en ese acuerdo 
todas las disposiciones del reglamento de arbitraje 
en él mencionado.

Cuando una disposición de la presente sección, 
excepto el numeral 1 del artículo 98 y el literal a) 

-
manda, se aplicará también a una reconvención, y 

asimismo a la contestación de esa reconvención.
Artículo 65. Recepción de comunicaciones es-

critas. Salvo acuerdo en contrario de las partes: 
-

derará recibida el día en que haya sido entregada 
personalmente al destinatario o en que haya sido 
entregada en la dirección señalada en el contrato o, 
en su defecto, en la dirección o residencia habitual 
o lugar de actividades principales de aquel. Si, tras 
una indagación razonable, no pudiere determinar-
se ninguno de esos lugares, se considerará recibi-
da el día en que haya sido entregada, o intentada 

medio que deje constancia del intento de entrega 
en la última dirección o residencia habitual o lugar 
de actividades principales conocidos del destina-
tario.

b) La comunicación por medios electrónicos 
podrá dirigirse a una dirección que haya sido de-
signada o autorizada para tal efecto.

-
nicos se considerará recibida el día en que se en-

-
je, caso en cual se considerará hecha el día que se 
reciba en la dirección electrónica del destinatario.
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Las disposiciones de este artículo no se aplican 
a las comunicaciones surtidas en un procedimiento 
ante una autoridad judicial.

Artículo 66. Renuncia al derecho a objetar. La 
parte que prosiga el arbitraje conociendo que no 
se ha cumplido alguna disposición de la presen-
te sección de la que las partes puedan apartarse o 
algún requisito del acuerdo de arbitraje y no ex-
prese su objeción a tal incumplimiento tan pronto 
sea posible o, si se prevé un plazo para hacerlo, 
dentro de este, no podrá formular objeción alguna 
posteriormente.

Artículo 67. Alcance de la intervención de la 
autoridad judicial. En los asuntos que se rijan por 
la presente sección, no podrá intervenir ninguna 
autoridad judicial, salvo en los casos y para los 
propósitos en que esta sección expresamente así 
lo disponga.

Artículo 68. Autoridad judicial competente. La 
autoridad judicial competente para ejercer las fun-

-
rales 5 y 6; 76, numeral 2; 77, numeral 1; 88, inci-
sos 1° y 3°; 89; 90; 100; 111 y 116 será el juez civil 
del circuito. No obstante, cuando se trate de tribu-
nales arbitrales en los que sea parte una entidad 
estatal colombiana, lo será el juez administrativo.

y 113 serán de competencia de la Sala de Casación 
Civil de la Corte Suprema de Justicia. No obstante, 
cuando se trate de tribunales arbitrales con sede en 
Colombia en los que sea parte una entidad estatal 
colombiana, será competente para conocer del re-
curso de anulación la Sala de lo Contencioso Ad-
ministrativo del Consejo de Estado.

CAPÍTULO II
Acuerdo de arbitraje

Artículo 69. 
arbitraje. El “acuerdo de arbitraje” es aquel por el 
cual las partes deciden someter a arbitraje todas 
o algunas controversias que hayan surgido o pue-
dan surgir entre ellas respecto de una determinada 
relación jurídica, contractual o no. El acuerdo de 
arbitraje podrá adoptar la forma de una cláusula 
compromisoria o la de un acuerdo independiente.

El acuerdo de arbitraje deberá constar por es-
crito:

a) Se entenderá que el acuerdo de arbitraje 
consta por escrito cuando quede constancia de 
su contenido en cualquiera forma, ya sea que el 
acuerdo de arbitraje o contrato se haya concerta-
do verbalmente, o mediante la ejecución de ciertos 
actos o por cualquier otro medio.

b) El requisito de que un acuerdo de arbitraje 
conste por escrito se entenderá cumplido con una 
comunicación electrónica si la información conte-
nida en ella es accesible para su ulterior consulta. 
Por “comunicación electrónica” se entenderá toda 
comunicación que las partes hagan por medio de 
mensajes de datos. Por “mensaje de datos” se en-
tenderá la información generada, enviada, recibida 
o archivada por medios electrónicos, magnéticos, 

ópticos o similares, entre otros, el intercambio 
electrónico de datos, el correo electrónico, el tele-
grama, el télex o el telefax.

c) Además, se entenderá que el acuerdo de arbi-
traje es escrito cuando esté contenido en un inter-
cambio de escritos de demanda y contestación en 

por una parte sin ser negada por la otra.
d) La referencia hecha en un contrato a un do-

cumento que contenga una cláusula compromiso-
ria constituye un acuerdo de arbitraje por escrito, 
siempre que dicha referencia implique que esa 
cláusula forma parte del contrato.

Artículo 70. Acuerdo de arbitraje y demanda 
en cuanto al fondo ante una autoridad judicial. 
La autoridad judicial a la que se someta un litigio 
sobre un asunto que es objeto de un acuerdo de ar-
bitraje remitirá a las partes al arbitraje si lo solicita 
cualquiera de ellas, a más tardar, en la oportunidad 
para la contestación de la demanda.

No obstante haberse entablado ante la autoridad 

se podrán iniciar o proseguir la actuación arbitral 
y dictar un laudo aunque la cuestión esté pendiente 
ante la autoridad judicial.

Artículo 71. Acuerdo de arbitraje y decreto de 
medidas cautelares por una autoridad judicial. 
Cualquiera de las partes, con anterioridad a las ac-
tuaciones arbitrales o durante el transcurso de las 
mismas, podrá solicitar de una autoridad judicial 
la adopción de medidas cautelares y esta podrá 
decretarlas, sin que por ello se entienda que ha re-
nunciado al acuerdo de arbitraje.

CAPÍTULO III
Composición del tribunal arbitral

Artículo 72. Número de árbitros. Las partes po-
drán determinar libremente el número de árbitros, 
que, en todo caso, será impar. A falta de tal acuer-
do, los árbitros serán tres. 

Artículo 73. Nombramiento de los árbitros. En 
el nombramiento de árbitros en el arbitraje inter-
nacional:

1. La nacionalidad de una persona no será obs-
táculo para que actúe como árbitro.

2. Los árbitros podrán ser o no abogados, a 
elección de las partes.

3. Para representar a las partes ante el tribunal 
arbitral no es necesaria la habilitación como abo-
gado en el lugar de la sede del arbitraje, ni tener 
dicha nacionalidad.

4. Las partes podrán acordar libremente el pro-
cedimiento para la designación del árbitro o los 
árbitros.

5. A falta de acuerdo:
a) En el arbitraje con árbitro único, si las partes 

no consiguen ponerse de acuerdo sobre la desig-
nación del árbitro dentro de los treinta (30) días 
contados a partir de la solicitud de una de ellas, 
la autoridad judicial procederá al nombramiento a 
instancia de cualquiera de las partes.
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b) En el arbitraje con tres árbitros, cada parte 
nombrará un árbitro y los dos árbitros así designa-
dos nombrarán al tercero; si una parte no nombra 
al árbitro dentro de los treinta (30) días siguientes 
al recibo de requerimiento de la otra parte para que 
lo haga, o si los dos árbitros no consiguen poner-
se de acuerdo sobre el tercero dentro de los trein-
ta (30) días contados desde la comunicación de 
su nombramiento, la designación será hecha por 
la autoridad judicial, a petición de cualquiera de 
ellas.

6. Cuando en un trámite de nombramiento con-
venido por las partes:

a) Una parte no actúe conforme a lo estipulado 
en dicho trámite; o

b) Las partes, o los árbitros, no puedan llegar a 
acuerdo conforme al mencionado trámite; o

c) Un tercero, incluida una institución, no cum-
pla la función correspondiente, cualquiera de las 
partes podrá solicitar a la autoridad judicial que 
nombre el árbitro o adopte la medida necesaria, a 
menos que en el acuerdo sobre el trámite de nom-
bramiento se prevean otros medios para conse-
guirlo.

7. Al nombrar un árbitro, la autoridad judicial 
tendrá en cuenta las condiciones de este requeri-
das por las partes y tomará las medidas necesarias 
para garantizar el nombramiento de persona inde-
pendiente e imparcial. En el caso de árbitro único 
o del tercer árbitro, apreciará la conveniencia de 
nombrar un árbitro de nacionalidad distinta a la de 
las partes.

8. Ninguna decisión sobre las cuestiones enco-
mendadas en los numerales 5, 6 o 7 del presente 
artículo a la autoridad judicial tendrá recurso al-
guno.

Artículo 74. Arbitraje entre partes con varios 
sujetos o entre más de dos partes. Cuando haya 
de nombrarse tres árbitros y exista pluralidad de 
demandantes o de demandados, los integrantes de 
cada parte actuarán conjuntamente, en su condi-
ción de demandantes o demandados, para el nom-
bramiento de su respectivo árbitro, a menos que 
hayan convenido valerse de otro método para el 
nombramiento de los árbitros.

De no ser posible la integración del tribunal de 
acuerdo con el inciso anterior, cualquiera de las 
partes podrá solicitar a la autoridad judicial que 
nombre el árbitro o adopte la medida necesaria.

Artículo 75. Motivos de recusación. La perso-
na a quien se comunique su posible nombramien-
to como árbitro deberá revelar todas las circuns-

acerca de su imparcialidad o independencia. El 
árbitro, desde el momento de su nombramiento y 
durante todas las actuaciones arbitrales, revelará 
oportunamente tales circunstancias a las partes.

Un árbitro sólo podrá ser recusado si existen 

respecto de su imparcialidad o independencia, o si 
no posee las calidades convenidas por las partes.

Una parte sólo podrá recusar al árbitro nombra-
do por ella, o en cuyo nombramiento haya parti-
cipado, por causas de las que haya tenido conoci-
miento después de hecha la designación.

Artículo 76. Procedimiento de recusación. En 
el procedimiento de recusación del arbitraje inter-
nacional:

1. Las partes podrán acordar libremente el pro-
cedimiento de recusación de árbitros o someterse 
al procedimiento contenido en un reglamento ar-
bitral.

2. A falta de acuerdo o de reglamento arbitral 
aplicable, se seguirán las siguientes reglas:

a) La recusación debe formularse tan pronto sea 
conocida la causal que la motiva, con indicación 
de las razones en que se basa y aporte de los docu-
mentos correspondientes.

b) El árbitro recusado, como la otra u otras par-
tes, podrán manifestarse dentro de los diez (10) 

c) Si la otra la parte conviene en la recusación o 
el árbitro renuncia, se procederá al nombramiento 
del árbitro sustituto en la misma forma en que co-
rrespondía nombrar al árbitro recusado, salvo que 
se hubiera nombrado un árbitro suplente.

d) Si la otra parte no conviene en la recusación 
y el árbitro recusado niega la razón o no se pronun-
cia, se procederá de la siguiente manera:

i. Tratándose de árbitro único, la recusación 
será resuelta por la institución arbitral que lo hu-
biere nombrado o, a falta de ella, por la autoridad 
judicial.

ii. Tratándose de un tribunal arbitral conforma-
do por más de un árbitro, los árbitros restantes de-
cidirán por mayoría absoluta. En caso de empate, 
decidirá el presidente del tribunal arbitral, a menos 
que él sea el recusado, caso en el cual resolverá la 
institución arbitral que hubiere efectuado su nom-
bramiento o, a falta de esta, la autoridad judicial.

iii. Si se recusa por la misma causa a más de un 
árbitro, resolverá la institución arbitral que hubiere 
participado en su nombramiento o ante la cual o 
bajo cuyas reglas se adelante el trámite arbitral, o 
a falta de esta la autoridad judicial.

3. Mientras se tramite la recusación el tribunal 
arbitral, incluyendo el árbitro recusado, podrá pro-
seguir las actuaciones arbitrales y dictar un laudo.

4. La renuncia de un árbitro o la aceptación por 
la otra parte de su cese, no se considerarán como 
un reconocimiento de la procedencia de ninguno 
de los motivos de recusación invocados.

5. La decisión que resuelve la recusación es de-

En caso de no prosperar la recusación formulada, 
la parte que la propuso solo podrá impugnar lo de-
cidido mediante el recurso de anulación contra el 
laudo.

Artículo 77. Falta o imposibilidad de ejercicio 
de las funciones. A falta de acuerdo de las partes:
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1. Cuando un árbitro se vea impedido de jure 
o de facto para el ejercicio de sus funciones o no 
las ejerza dentro de un plazo razonable por el mo-
tivo que sea, cesará en su cargo si renuncia o si las 
partes acuerdan su remoción. De lo contrario, si 
subsiste un desacuerdo respecto a alguno de esos 
motivos, cualquiera de las partes podrá solicitar 
de la autoridad judicial que declare la cesación del 
encargo, decisión que no tendrá recurso alguno.

2. La renuncia de un árbitro o el acuerdo de 
las partes para la cesación de sus funciones, no se 
considerará como aceptación de la procedencia de 
alguno de los motivos mencionados en el presente 
artículo o, si fuere el caso, de los motivos mencio-
nados en el inciso segundo del artículo 75.

Artículo 78. Nombramiento de árbitro susti-
tuto. A falta de acuerdo de las partes, cuando un 
árbitro cese en su cargo en virtud de lo dispuesto 
en los artículos 76 o 77, o en los casos de renun-
cia por cualquier otro motivo o de remoción por 
acuerdo de las partes o de expiración de su encargo 
por cualquier otra causa, el árbitro sustituto será 
designado siguiendo el procedimiento por el que 
se designó al árbitro que se ha de sustituir.

CAPÍTULO IV
Competencia del tribunal arbitral

Artículo 79. Facultad del tribunal arbitral para 
decidir acerca de su competencia. El tribunal ar-
bitral es el único competente para decidir sobre su 
propia competencia, incluso sobre las excepciones 
u objeciones al arbitraje relativas a la inexisten-

del acuerdo de arbitraje o por no estar pactado 
el arbitraje para resolver la materia controvertida 
o cualesquiera otras cuya estimación impida en-
trar en el fondo de la controversia. Se encuentran 
comprendidas en este ámbito las excepciones de 
prescripción, caducidad, cosa juzgada y cualquiera 
otra que tenga por objeto impedir la continuación 
de la actuación arbitral.

El acuerdo de arbitraje que forme parte de un 
contrato se considerará como un acuerdo indepen-
diente de las demás estipulaciones del mismo. La 
inexistencia, nulidad, anulabilidad, invalidez o in-

de arbitraje, no implica necesariamente la inexis-

de este. En consecuencia, el tribunal arbitral podrá 
decidir sobre la controversia sometida a su conoci-
miento, que podrá versar, incluso, sobre la inexis-

del contrato que contiene el acuerdo de arbitraje.
Las excepciones u objeciones deberán propo-

nerse a más tardar en el momento de presentar la 
contestación de la demanda, sin que el hecho de 
haber nombrado o participado en el nombramiento 
de los árbitros impida oponerlas. La excepción u 
objeción basada en que el tribunal arbitral ha ex-
cedido el ámbito de su competencia deberá opo-
nerse tan pronto como sea planteada durante las 
actuaciones arbitrales la materia que supuestamen-
te exceda su competencia. El tribunal arbitral solo 

podrá admitir excepciones u objeciones planteadas 

El tribunal arbitral podrá decidir las excepcio-
nes de incompetencia o de que el tribunal arbitral 
ha excedido su competencia, como cuestión previa 
o en un laudo sobre el fondo.

Si el tribunal arbitral desestima cualquiera de 
las citadas excepciones como cuestión previa, la 
decisión correspondiente sólo podrá ser impugna-
da mediante recurso de anulación contra el laudo 

-
culo 109. Si el tribunal arbitral se declara incom-
petente o admite la excepción de haber excedido 
su mandato, cualquiera de las partes, dentro del 

decisión, podrá impugnarla mediante recurso de 
anulación en los términos del artículo 109 y contra 
esta resolución no cabrá ningún recurso o acción.

Si el tribunal arbitral se declara incompetente 
o admite la excepción de haber excedido su man-
dato como cuestión previa, pero solo respecto de 
determinadas materias, las actuaciones arbitrales 
continuarán respecto de las demás materias y la 
decisión que admitió la incompetencia o el exceso 
en el encargo sólo podrá ser impugnada mediante 
recurso de anulación luego de emitirse el laudo por 

CAPÍTULO V
Medidas cautelares y órdenes preliminares

Artículo 80. Facultad del tribunal arbitral para 
decretar medidas cautelares. Salvo acuerdo en 
contrario de las partes, el tribunal arbitral podrá, a 
instancia de cualquiera de ellas, decretar medidas 
cautelares.

Por medida cautelar se entenderá toda medida 
temporal, decretada en forma o no de laudo, por 
la que, en cualquier momento previo a la emisión 

controversia, el tribunal arbitral ordene a una de 
las partes que:

a) Mantenga o restablezca el status quo en espe-
ra de que se dirima la controversia;

b) Adopte medidas para impedir algún daño 
presente o inminente, o el entorpecimiento del 
procedimiento arbitral, o que se abstenga de rea-
lizar actos que probablemente ocasionarían dicho 
daño o entorpecimiento al procedimiento arbitral;

c) Proporcione algún medio para preservar bie-
nes cuya conservación permita ejecutar el o los 
laudos; o

d) Preserve elementos de prueba que pudieran 
ser pertinentes y relevantes para resolver la con-
troversia.

Artículo 81. Condiciones para el decreto de me-
didas cautelares. El solicitante de alguna medida 
cautelar prevista en el inciso segundo del artículo 
80 deberá mostrar al tribunal arbitral la conducen-
cia, pertinencia, razonabilidad y oportunidad de la 
medida cautelar.

La determinación del tribunal arbitral al respec-
to de dicha posibilidad no implica prejuzgamiento 
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en cuanto a cualquier determinación posterior que 
pueda adoptar.

Artículo 82. Petición de una orden preliminar 
y condiciones para su decreto. Salvo acuerdo en 
contrario, cualquiera de las partes, sin dar aviso a 
ninguna otra, podrá solicitar una medida cautelar y 
pedir una orden preliminar del tribunal arbitral por 
la que se ordene a alguna parte que no frustre la 

El tribunal arbitral podrá emitir una orden pre-

previa de la solicitud de una medida cautelar a la 
parte contra la cual esa medida vaya dirigida en-
trañaría el riesgo de que se frustre la medida soli-
citada.

Las condiciones establecidas en el artículo 81 
serán aplicables a toda orden preliminar, teniendo 
en cuenta las características y efectos de esta últi-
ma.

Artículo 83. 
preliminares. Las órdenes preliminares tendrán un 

1. Inmediatamente después de haberse pro-
nunciado sobre la procedencia de una petición 

a todas las partes la solicitud presentada de una 
medida cautelar, la petición de una orden prelimi-
nar, la propia orden preliminar, en caso de haberse 
decretado, así como todas las comunicaciones al 
respecto, incluida la constancia del contenido de 
toda comunicación verbal, entre cualquiera de las 
partes y el tribunal arbitral en relación con ello.

2. Al mismo tiempo, el tribunal arbitral dará a 
la parte contra la que haya proferido la orden pre-
liminar la oportunidad de hacer valer sus derechos 
a la mayor brevedad posible.

3. El tribunal arbitral se pronunciará sin tardan-
za sobre cualquiera objeción que se presente con-
tra la orden preliminar.

4. Toda orden preliminar caducará a los treinta 
(30) días contados a partir de la fecha en que el 
tribunal arbitral la haya emitido. No obstante, el 
tribunal podrá decretar una medida cautelar por la 

vez que la parte contra la que se emitió la orden 
-

nidad de hacer valer sus derechos.
5. La orden preliminar no constituye laudo ni es 

ejecutable judicialmente.
Artículo 84. -

cación de medidas cautelares y órdenes prelimina-
res. 
o revocar toda medida cautelar u orden preliminar 
que haya decretado, ya sea a instancia de alguna de 
las partes o, en circunstancias excepcionales, por 

partes.
Artículo 85. Exigencia de caución por el tribu-

nal arbitral. El tribunal arbitral exigirá al peticio-
nario de una orden preliminar que preste caución 
respecto de la orden, salvo que lo considere in-
apropiado o innecesario.

El tribunal arbitral podrá exigir del solicitante 
de una medida cautelar que preste caución adecua-
da respecto de la medida.

Artículo 86. Deber de información. El peticio-
nario de una orden preliminar deberá revelar al 
tribunal arbitral toda circunstancia que pueda ser 
relevante para la decisión que el tribunal arbitral 
vaya a adoptar sobre si debe otorgar o mantener 
la orden, y seguirá estando obligado a hacerlo en 
tanto que la parte contra la que la orden haya sido 
pedida no haya tenido la oportunidad de hacer va-
ler sus derechos. A partir de dicho momento, será 
aplicable el inciso segundo del presente artículo.

Las partes deberán dar a conocer al tribunal 
arbitral sin tardanza todo cambio importante que 
se produzca en relación con las circunstancias que 
motivaron que la medida se solicitara o decretara.

Artículo 87. Costas y daños y perjuicios. El 
tribunal arbitral podrá condenar en cualquier mo-
mento al peticionario de una medida cautelar o de 
una orden preliminar a pagar las costas e indemni-
zar los daños y perjuicios que por su culpa hubiere 
sufrido cualquier otra parte.

Artículo 88. Ejecución de medidas cautelares. 
Toda medida cautelar decretada por un tribunal 
arbitral será vinculante sin necesidad de procedi-
miento alguno de reconocimiento y, salvo que el 
tribunal arbitral disponga otra cosa, su ejecución 
podrá ser solicitada ante la autoridad judicial, 
cualquiera que sea el estado en donde haya sido 
decretada. Para este efecto, la autoridad judicial 
procederá a la ejecución en la misma forma pre-
vista por la ley para la ejecución de providencias 
ejecutoriadas proferidas por autoridades judiciales 
colombianas y dentro de dicho proceso solo po-
drán invocarse como excepciones las previstas en 
el artículo 89 de esta sección.

La parte que solicite o haya obtenido de la auto-
ridad judicial la ejecución de una medida cautelar 
deberá informarle a la autoridad judicial toda revo-

disponga el tribunal arbitral.
La autoridad judicial solo podrá pronunciarse 

sobre cauciones cuando el tribunal arbitral no se 
haya pronunciado sobre el particular, o cuando la 
caución sea necesaria para proteger los derechos 
de terceros respecto de los cuales el tribunal arbi-
tral no hubiere tomado alguna decisión.

Artículo 89. Motivos para denegar la ejecución 
de medidas cautelares decretadas por tribunal ar-
bitral. Estos motivos denegatorios son:

1. La autoridad judicial solo podrá denegar la 
ejecución de una medida cautelar en los siguientes 
casos y por las siguientes causales:

a) A solicitud de la parte afectada por la medida 
cautelar, cuando:

i. Para el momento del acuerdo de arbitraje es-
taba afectada por incapacidad, o dicho acuerdo no 
es válido en virtud de la ley a la que las partes lo 
han sometido, o si nada se hubiera indicado a este 
respecto, en virtud de la ley del país en que se haya 
decretado la medida; o
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-
ción de la actuación arbitral; o

prevista en el acuerdo de arbitraje o contiene deci-
siones que exceden los términos del acuerdo de ar-
bitraje. No obstante, si las disposiciones de la pro-

al arbitraje pueden separarse de las que no lo están, 
se podrá decretar la ejecución de las primeras; o

iv. La composición del tribunal arbitral o el pro-
cedimiento arbitral no se ajustó al acuerdo cele-
brado entre las partes o, en defecto de tal acuerdo, 
no se ajustó a la ley del país donde se tramita el 
arbitraje, siempre que por ello se haya privado a 
dicha parte de su derecho de defensa en relación 
con lo dispuesto en la medida cautelar; o

v. No se haya cumplido la decisión del tribunal 
arbitral sobre la prestación de la caución que co-
rresponda a la medida cautelar decretada; o,

vi. La medida cautelar ha sido revocada o sus-
pendida por el tribunal arbitral o, en caso de que 
esté facultado para hacerlo, por una autoridad ju-
dicial del Estado en donde se tramite el procedi-
miento de arbitraje o conforme a cuyo derecho se 
decretó dicha medida.

En todo caso, no podrá invocar los motivos 
contemplados en el literal a) numerales (i), (ii), 
(iii) y (iv), la parte que pudo invocar dichas cir-
cunstancias oportunamente ante el tribunal arbitral 
y no lo hizo.

i. Según la ley colombiana el objeto de la con-
troversia no es susceptible de arbitraje; o

ii. La ejecución de la medida sería contraria al 
orden público internacional colombiano.

2. La determinación a la que llegue la autoridad 
judicial respecto de cualquier motivo enunciado en 
el presente artículo será únicamente aplicable para 

cautelar. La autoridad judicial a la que se solicite 
la ejecución solo podrá pronunciarse sobre la exis-

-
culo y no sobre el contenido de la medida cautelar.

Artículo 90. Medidas cautelares decretadas por 
la autoridad judicial. Con anterioridad a la inicia-
ción del trámite arbitral o en el curso del mismo, e 
independientemente de que el proceso se adelan-
te en Colombia o en el exterior, cualquiera de las 
partes podrá acudir a la autoridad judicial para que 
decrete medidas cautelares. La autoridad judicial 
ejercerá dicha competencia de conformidad con su 
propia ley procesal y teniendo en cuenta los rasgos 
distintivos de un arbitraje internacional.

CAPÍTULO VI
Sustanciación de las actuaciones arbitrales

Artículo 91. Trato equitativo de las partes. El 
tribunal arbitral tratará a las partes con igualdad 
y dará a cada una de ellas plena oportunidad de 
hacer valer sus derechos.

Artículo 92. Determinación del procedimiento. 
Las partes, con sujeción a las disposiciones de la 
presente sección, podrán convenir el procedimien-

to, directamente o por referencia a un reglamento 
arbitral.

A falta de acuerdo, el tribunal arbitral podrá di-
rigir el arbitraje del modo que considere apropiado, 
con sujeción a lo dispuesto en la presente sección 
y sin necesidad de acudir a las normas procesales 
de la sede del arbitraje. Esta facultad incluye la de 
determinar la admisibilidad, la pertinencia y el va-
lor de las pruebas.

Artículo 93. Sede del arbitraje. Las partes po-
drán determinar libremente la sede del arbitraje. A 
falta de acuerdo, el tribunal arbitral la determinará, 
atendidas las circunstancias del caso, y las conve-
niencias de aquellas.

El tribunal arbitral, salvo acuerdo en contrario 
de las partes, podrá reunirse donde lo estime apro-
piado para practicar pruebas; así mismo, podrá de-
liberar donde lo estime conveniente, sin que nada 
de ello implique cambio de la sede del arbitraje.

Artículo 94. Iniciación de la actuación arbitral. 
Salvo que las partes hayan convenido otra cosa, la 
actuación arbitral se entenderá iniciada en la fecha 
en que el demandado reciba la solicitud de someter 
la controversia a arbitraje.

Artículo 95. Idioma. Las partes podrán acordar 
libremente el idioma o los idiomas que hayan de 
utilizarse en las actuaciones arbitrales, en los es-
critos de las partes, en las audiencias y en cual-
quier laudo, decisión o comunicación que emita el 
tribunal arbitral. De lo contrario, el tribunal arbi-
tral hará la determinación que corresponda.

El tribunal arbitral podrá ordenar que una prue-
ba documental vaya acompañada de su correspon-
diente traducción al idioma o los idiomas conveni-
dos por las partes o determinados por él.

Artículo 96. Demanda y contestación. Dentro 
del plazo convenido por las partes o determinado 
por el tribunal arbitral, el demandante deberá pre-
sentar su demanda, indicando los hechos en que 
se funda, los puntos controvertidos y el objeto de 
ella. El demandado, al responderla, deberá referir-
se a los distintos elementos de aquella, a menos 
que las partes hayan acordado otra cosa.

El demandante en su demanda y el demandado 
en su contestación podrán aportar los documentos 
que consideren pertinentes o hacer referencia a 
documentos u otras pruebas que pretendan hacer 
valer.

Salvo acuerdo en contrario de las partes, en el 
curso de las actuaciones arbitrales cualquiera de 

-
testación, a menos que el tribunal arbitral consi-
dere improcedente esa alteración en razón de la 
tardanza con que se haya hecho.

Artículo 97. Audiencias y actuaciones por es-
crito. Salvo acuerdo en contrario de las partes, el 
tribunal arbitral decidirá si han de celebrarse au-
diencias para la presentación o práctica de prue-
bas o para alegatos orales, o si las actuaciones se 
sustanciarán sobre la base de documentos y demás 
pruebas. Salvo que las partes hubiesen convenido 
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que no se lleven a cabo audiencias, el tribunal arbi-
tral las celebrará a petición de cualquiera de ellas.

-

y su objeto.
El tribunal arbitral dará traslado a la otra u otras 

partes de las declaraciones, documentos e informa-
ción que cualquiera de ellas le suministre y pondrá 
a disposición de estas los peritajes y los documen-
tos probatorios en los que pueda basar su decisión.

Artículo 98. Rebeldía de una de las partes. Sal-
vo acuerdo en contrario de las partes, cuando:

no presente su demanda con arreglo al inciso pri-
mero del artículo 96 el tribunal arbitral dará por 
terminada la actuación.

2. El demandado no conteste la demanda con 
arreglo al inciso primero del artículo 96, el tribu-
nal arbitral continuará la actuación, sin que aquella 
omisión se considere por sí misma como acepta-
ción de las manifestaciones del demandante.

3. Una de las partes no comparezca a una au-
diencia o no presente pruebas documentales, el 
tribunal arbitral podrá continuar las actuaciones e 
incluso proferir laudo con base en las pruebas de 
que disponga.

Artículo 99. Nombramiento de peritos por el 
tribunal arbitral. Salvo acuerdo en contrario de 
las partes:

1. El tribunal arbitral podrá nombrar uno o más 
peritos, caso en el cual podrá disponer que una de 
las partes o ambas suministren al perito la infor-
mación pertinente o le presenten para su inspec-
ción documentos, mercancías u otros bienes, o le 
proporcionen acceso a ellos.

2. Cuando una de ellas lo solicite o cuando el 
tribunal arbitral lo considere necesario, el perito 
o los peritos, después de la presentación de sus 
dictámenes escritos u orales, deberán participar en 
una audiencia en la que las partes tendrán oportu-
nidad de interrogarlos y de presentar peritos para 
que opinen sobre los puntos controvertidos.

Artículo 100. Colaboración de las autoridades 
judiciales para la práctica de pruebas. Tanto el 
tribunal arbitral como cualquiera de las partes con 
la aprobación de aquel, podrán pedir la colabora-
ción de la autoridad judicial de cualquier país para 
la práctica de pruebas. La autoridad judicial aten-
derá dicha solicitud dentro del ámbito de su com-
petencia territorial y con arreglo al régimen del 
respectivo medio probatorio. La autoridad judicial 
colombiana procederá al efecto de la misma forma 
que si se tratara de una comisión judicial.

CAPÍTULO VII
Pronunciamiento del laudo y terminación 

de las actuaciones
Artículo 101. Normas aplicables al fondo del 

litigio. El tribunal arbitral decidirá de conformidad 
con las normas de derecho elegidas por las partes. 
La indicación del derecho u ordenamiento jurídico 

de un Estado se entenderá referida, a menos que se 
exprese lo contrario, al derecho sustantivo de di-

Si las partes no indican la norma, el tribunal 
arbitral aplicará aquellas normas de derecho que 
estime pertinentes.

El tribunal arbitral decidirá ex aequo et bono 
solo si las partes lo hubieren autorizado. En todo 
caso, el tribunal arbitral decidirá con arreglo a las 
estipulaciones del contrato y teniendo en cuenta 
los usos mercantiles aplicables al caso.

Artículo 102. Adopción de decisiones cuando 
haya más de un árbitro. En las actuaciones arbi-
trales en que haya más de un árbitro, toda decisión 
del tribunal arbitral se adoptará, salvo acuerdo en 
contrario de las partes, por mayoría de votos de 
todos los miembros. A falta de mayoría decidirá el 
árbitro presidente.

El árbitro presidente podrá decidir cuestiones 
de procedimiento, si así lo autorizan las partes o 
todos los miembros del tribunal.

Artículo 103. Transacción. Si durante las actua-
ciones arbitrales las partes llegan a una transacción 
o a una conciliación o mediación que resuelva el 
litigio, el tribunal dará por terminadas las actua-
ciones. En caso de que lo pidan ambas partes y el 
tribunal no se oponga, este verterá en un laudo los 
términos convenidos por aquellas.

Dicho laudo tendrá los mismos efectos que 
cualquier otro laudo dictado sobre el fondo del li-
tigio.

Artículo 104. Forma y contenido del laudo. El 
laudo arbitral consultará la siguiente forma y con-
tenido:

-
mado por el árbitro o los árbitros. En actuaciones 

la mayoría de los miembros del tribunal arbitral 
o la del árbitro presidente en su caso y se dejará 
constancia del motivo de la ausencia de una o más 

validez del laudo arbitral.
2. El tribunal arbitral deberá motivar el laudo, 

a menos que las partes hayan convenido otra cosa, 
y en este caso siempre y cuando ninguna de ellas 
tenga su domicilio o residencia en Colombia, o 
que se trate de un laudo pronunciado en los térmi-
nos convenidos por las partes conforme al artículo 
103.

3. El laudo indicará su fecha y la sede del arbi-
traje, en la que se considerará proferido.

4. Una vez dictado el laudo, el tribunal lo no-

Artículo 105. Terminación de las actuaciones. 
La terminación de las actuaciones se regirá por las 
siguientes reglas:

1. La actuación arbitral terminará con el laudo 
-
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rrección o aclaración del laudo o, en su caso, cuan-

2. El tribunal arbitral ordenará la terminación 
de la actuación arbitral cuando:

a) El demandante retire su demanda, a menos 
que el demandado se opusiere a ello y el tribunal 
arbitral reconozca un legítimo interés de su parte 

b) Las partes acuerden dar por terminadas las 
actuaciones;

c) El tribunal arbitral compruebe que la pro-
secución de la actuación resultaría innecesaria o 
imposible.

3. El tribunal arbitral cesará en sus funciones a 
la expiración del término que tienen las partes para 
solicitar corrección, aclaración o laudo adicional 

el laudo adicional.
Artículo 106. Corrección y aclaración del lau-

do y laudo adicional. Dentro del mes siguiente a la 

acordado otro plazo:
-

ción a la otra, pedir al tribunal arbitral que corrija 
cualquier error de cálculo, de transcripción o tipo-

-
do. Si el tribunal arbitral acoge la petición hará la 
corrección o la aclaración dentro del mes siguiente 
a la recepción de la solicitud en decisión que for-
mará parte del laudo.

cualquier error de cálculo, de transcripción, tipo-

c) Salvo acuerdo en contrario de las partes, 
cualquiera de ellas, dándole aviso a la otra u otras, 

-
do adicional sobre pretensiones hechas en el curso 
del trámite arbitral, pero omitidas en el laudo. Si 
el tribunal arbitral acoge la solicitud, proferirá el 
correspondiente laudo adicional en el término de 
sesenta (60) días.

De ser ello necesario, el tribunal arbitral pro-
rrogará el término para la corrección, aclaración o 
adición del laudo.

Lo dispuesto en el artículo 104 se aplicará a las 
correcciones o aclaraciones del laudo o a los lau-
dos adicionales.

CAPÍTULO VIII
Impugnación del laudo

Artículo 107. 
judicial contra un laudo arbitral. Contra el laudo 
arbitral solamente procederá el recurso de anula-
ción por las causales taxativamente establecidas 
en esta sección. En consecuencia, la autoridad ju-
dicial no se pronunciará sobre el fondo de la con-

interpretaciones expuestas por el tribunal arbitral.
Cuando ninguna de las partes tenga su domi-

cilio o residencia en Colombia, las partes podrán, 
mediante declaración expresa en el acuerdo de ar-

bitraje o mediante un acuerdo posterior por escri-
to, excluir completamente el recurso de anulación, 
o limitarlo a una o varias de las causales contem-
pladas taxativamente en la presente sección.

Artículo 108. Causales de anulación. La auto-
ridad judicial podrá anular el laudo arbitral a soli-

1. A solicitud de parte, cuando la parte recurren-
te pruebe:

a) Que para el momento del acuerdo de arbitra-
je estaba afectada por alguna incapacidad; o que 
dicho acuerdo no es válido en virtud de la ley a 
que las partes lo han sometido, o si nada se hu-
biera indicado a este respecto, en virtud de la ley 
colombiana; o

designación de un árbitro o de la iniciación de la 
actuación arbitral o no pudo, por cualquiera otra 
razón, hacer valer sus derechos; o

c) Que el laudo versa sobre una controversia 
no prevista en el acuerdo de arbitraje o contiene 
decisiones que exceden los términos del acuerdo 
de arbitraje. No obstante, si las disposiciones del 

arbitraje pueden separarse de las que no lo están, 
sólo se podrán anular estas últimas; o

d) Que la composición del tribunal arbitral o el 
procedimiento arbitral no se ajustaron al acuerdo 
entre las partes, salvo que dicho acuerdo estuviera 

la que las partes no pudieran apartarse o, a falta de 
dicho acuerdo, que no se ajustaron a las normas 
contenidas en esta sección de la ley.

a) Según la ley colombiana, el objeto de la con-
troversia no es susceptible de arbitraje; o,

b) El laudo sea contrario al orden público inter-
nacional de Colombia.

Artículo 109. Procedimiento para el recurso 
de anulación. El recurso de anulación se tramitará 
mediante el siguiente procedimiento:

1. El recurso de anulación deberá proponerse 
y sustentarse, con indicación de las causales in-
vocadas, ante la autoridad judicial competente de 
acuerdo con la presente sección, dentro del mes 

-
dencia que resuelva sobre la corrección o aclara-
ción del laudo o de la providencia que rechace la 
solicitud de laudo adicional.

2. El recurso será rechazado de plano cuando 

extemporánea o no fue oportunamente sustentado, 
o que las causales alegadas no corresponden a las 
establecidas en la presente sección.

3. Al admitir el recurso se correrá traslado co-
mún por el término de un (1) mes a la parte o par-
tes opositoras para que presenten sus alegaciones. 
El traslado se surtirá en la secretaria de la autori-
dad competente.
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4. Al día siguiente del vencimiento del trasla-
do, el secretario de la autoridad judicial pasará el 
expediente al despacho para sentencia, que deberá 
proferirse dentro de los dos (2) meses siguientes. 
En ella se liquidarán las costas y condenas a cargo 
de las partes, con arreglo a lo convenido por ellas 
o, de haberse adoptado un reglamento de procedi-
miento en particular, con arreglo a lo que en dicho 
reglamento se establezca a propósito, o en su de-
fecto, con arreglo a lo previsto para los procesos 
civiles. Igualmente se ordenarán las restituciones a 
que haya lugar cuando el laudo anulado haya sido 
ejecutado en todo o en parte.

5. Si no prospera ninguna de las causales invo-
cadas, se declarará infundado el recurso y se con-
denará en costas al recurrente.

6. Contra la decisión del recurso de anulación 
no procederá recurso o acción alguna.

La interposición y el trámite del recurso ex-
traordinario de anulación no suspenden el cumpli-
miento de lo resuelto en el laudo.

Artículo 110. Efectos del recurso de anulación. 
Cuando prospere alguna de las causales señaladas 
en el numeral 1 literal a) del artículo 108, se decla-
rará la nulidad del laudo y las partes podrán acudir 
ante la autoridad judicial competente.

Cuando prospere alguna de las causales señala-
das en el numeral 1 literales b), c) y d) del artículo 
108, se declarará la nulidad del laudo, sin que ello 
perjudique el acuerdo de arbitraje.

Cuando prospere alguna de las causales señala-
das en el numeral 2 del artículo 108, se declarará 
la nulidad del laudo.

En caso de anulación del laudo, las pruebas 
practicadas en el curso del trámite arbitral podrán 
ser apreciadas bien por el tribunal arbitral o bien 
por la autoridad judicial.

CAPÍTULO IX
Reconocimiento y ejecución de los laudos

Artículo 111. Reconocimiento y ejecución. Los 
laudos arbitrales se reconocerán y ejecutarán, así:

1. Un laudo arbitral, cualquiera que sea el país 
en que se haya proferido, será ejecutable ante la 
autoridad judicial competente, a solicitud de parte 
interesada.

2. La parte que invoque un laudo o pida su eje-
cución deberá presentar el laudo original o copia 
de él. Si el laudo no estuviere redactado en idioma 
español, la autoridad judicial competente podrá 
solicitar a la parte que presente una traducción del 
laudo a este idioma.

3. Los laudos dictados en arbitrajes interna-
cionales cuya sede sea Colombia se considerarán 
laudos nacionales y, por ende, no estarán sujetos 
al procedimiento de reconocimiento y podrán ser 
ejecutados directamente sin necesidad de este, sal-
vo cuando se haya renunciado al recurso de anu-
lación, caso en el cual será necesario su reconoci-
miento.

4. Para la ejecución de laudos extranjeros, esto 
es de aquellos proferidos por un tribunal arbitral 
cuya sede se encuentre fuera de Colombia, será ne-
cesario su reconocimiento previo por la autoridad 
judicial competente.

Artículo 112. Motivos para denegar el recono-
cimiento. Sólo se podrá denegar el reconocimiento 
de un laudo arbitral, cualquiera que sea el país en 
que se haya dictado, en los casos y por las causales 
que taxativamente se indican a continuación:

a) A instancia de la parte contra la cual se in-
voca, cuando ella pruebe ante la autoridad judicial 
competente del país en que se pide el reconoci-
miento o la ejecución:

i. Que para el momento del acuerdo de arbitraje 
estaba afectada por alguna incapacidad; o que di-
cho acuerdo no es válido en virtud de la ley a que 
las partes lo han sometido, o si nada se hubiera 
indicado a este respecto, en virtud de la ley del país 
en que se haya dictado el laudo; o

ii. Que la parte contra la cual se invoca el laudo 

de un árbitro o de la iniciación de la actuación ar-
bitral o no pudo, por cualquiera otra razón, hacer 
valer sus derechos; o

iii. Que el laudo versa sobre una controversia 
no prevista en el acuerdo de arbitraje o contiene 
decisiones que exceden los términos del acuerdo 
de arbitraje. No obstante, si las disposiciones del 

arbitraje pueden separarse de las que no lo están, 
se podrá dar reconocimiento y ejecución a las pri-
meras; o

iv. Que la composición del tribunal arbitral o 
el procedimiento arbitral no se ajustaron al acuer-
do celebrado entre las partes o, en defecto de tal 
acuerdo, a la ley del país donde se adelantó o tra-
mitó el arbitraje; o

v. Que el laudo no es aún obligatorio para las 
partes o fue anulado o suspendido por una autori-
dad judicial del país sede del arbitraje; o

b) Cuando la autoridad judicial competente 
compruebe:

i. Que, según la ley colombiana, el objeto de la 
controversia no era susceptible de arbitraje; o

ii. Que el reconocimiento o la ejecución del lau-
do serían contrarios al orden público internacional 
de Colombia.

Si se hubiere pedido la anulación o la suspen-
sión del laudo ante una autoridad judicial del país 
sede del arbitraje, la autoridad judicial colombia-
na, si lo considera procedente, podrá aplazar su 
decisión sobre el reconocimiento del laudo y, a 
instancia de la parte que pida aquello, esta podrá 
también ordenar a la otra parte que otorgue cau-
ción apropiada.

Artículo 113. Competencia. Para conocer del 
trámite de reconocimiento de los laudos que con-
forme a la presente sección demanden del mismo 
será competente la Sala de Casación Civil de la 
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Corte Suprema de Justicia, en única instancia y sin 
lugar a recurso o acción alguna contra su decisión.

Artículo 114. Normatividad aplicable al reco-
nocimiento. Al reconocimiento del laudo arbitral, 
se aplicarán exclusivamente las disposiciones de 
la presente sección y las contenidas en los tratados, 
convenciones, protocolos y demás actos de dere-

-
lombia. En consecuencia, no serán aplicables las 
disposiciones establecidas en el Código de Proce-
dimiento Civil, sobre motivos, requisitos y trámi-
tes para denegar dicho reconocimiento, disposicio-
nes que se aplicarán únicamente a las sentencias 
judiciales proferidas en el exterior.

Artículo 115. Trámite del reconocimiento. La 
parte que pida el reconocimiento presentará la so-
licitud ante la autoridad judicial competente acom-

-
culo 111.

En caso de encontrar completa la documenta-
ción, la Corte Suprema de Justicia admitirá la so-
licitud y dará traslado por diez días (10) a la otra u 
otras partes.

Vencido el término del traslado y sin trámite 
adicional, la Corte Suprema de Justicia decidirá 
dentro de los veinte (20) días siguientes.

Artículo 116. Ejecución. Reconocido el laudo 
en todo o en parte, de su ejecución conocerá la au-
toridad judicial competente.

SECCIÓN TERCERA
CAPÍTULO ÚNICO

Derogaciones y vigencia
Artículo 117. Derogaciones. Deróguese el De-

creto 2279 de 1989; los artículos 90 a 117 de la 
Ley 23 de 1991; los artículos 12 a 20 del Decreto 
2651 de 1991; los artículos 70 a 72 de la Ley 80 
de 1993; los artículos 111 a 132 de la Ley 446 de 
1998; los artículos 111 a 231 del Decreto 1818 de 
1998; el inciso 3° del 331 del Código de Procedi-

Ley 794 de 2003; el artículo 22 de la Ley 1150 de 
2007; la Ley 315 de 1996; el literal b) del artículo 
3° y el inciso 3° del artículo 7° de la Ley 1394 de 
2010; el inciso 2° del artículo 693 del Código de 
Procedimiento Civil; y el artículo 194 del Códi-
go de Comercio, así como todas las disposiciones 
contrarias a la presente ley.

Artículo 118. Vigencia. Esta ley regula íntegra-
mente la materia de arbitraje, y empezará a regir 
dos (2) meses después de su promulgación. Esta 
ley sólo se aplicará a los procesos arbitrales que 
se promuevan después de su entrada en vigencia.

Los procesos en curso a la entrada en vigencia 
de esta ley seguirán rigiéndose hasta su culmina-
ción por las normas anteriores.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

sesión Plenaria del Senado de la República el día 
13 de diciembre de 2011, al Proyecto de ley nú-

mero 18 de 2011 Senado Por medio de la cual se 
expide el Estatuto de Arbitraje Nacional e Inter-
nacional y se dictan otras disposiciones y de esta 
manera continúe su trámite legal y reglamentario 
en la honorable Cámara de Representantes.

Juan Fernando Cristo, Hernán Andrade Se-

-
quez Rosero, Ponentes. 

El presente texto fue aprobado en plenaria de 
Senado el 13 de diciembre de 2011 según texto 

El Secretario General.
Emilio Otero Dajud.

* * *
TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLE-

NARIA DEL SENADO DE LA REPÚBLICA 
EL DÍA 15 DE DICIEMBRE DE 2011 AL 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 54 DE 2011 
SENADO

por la cual la Nación y el Congreso de la Re-
pública se asocian y rinden homenaje al munici-
pio de Viterbo en el departamento de Caldas, con 
motivo de la conmemoración del primer centena-
rio de su fundación y se autorizan apropiaciones 

presupuestales para la ejecución de las obras 
básicas que el municipio requiere.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. La Nación y el Congreso de la Re-
pública se asocian a la conmemoración y rinden 
público homenaje al pujante municipio de Viterbo 
en el departamento de Caldas, con motivo de la 
celebración de los primeros cien (100) años de su 
fundación, a cumplirse el día 19 de abril de 2011. 
Así mismo, se exalta la memoria de sus fundado-
res y donantes de las tierras requeridas: presbítero 
Nazario Restrepo Botero, José María Velásquez, 
Jesús Constaín y Federico Delgado, entre otros. 

Artículo 2°. Autorícese al Gobierno Nacional 
para que en cumplimiento y de conformidad con 
los artículos 150, 288, 334, 341 y 345 de la Cons-
titución Política; de los criterios de concurrencia, 
complementariedad y subsidiaridad establecidos 
en la Ley 152 de 1994 y de las competencias or-
denadas en el Decreto 111 de 1996 y la Ley 715 
de 2001, asigne en el Presupuesto General de la 

-
nanciación las partidas presupuestales necesarias 

municipio de Viterbo, en el departamento de Cal-
das. Dichas obras son las siguientes: 

1. Construcción coliseo cubierto. 
2. Reforzamiento estructura y adecuación sala 

de urgencias y laboratorio clínico Hospital San 
José de Viterbo. 

3. Pavimentación de la vía Viterbo-Polidepor-
tivo. 
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4. Construcción de la urbanización Villas del 
Centenario. 

5. Recalzada y remodelación Colegio La Mila-
grosa. 

6. Construcción de bulevares en el parque prin-
cipal. 

Artículo 3°. Autorícese al Gobierno Nacional 
para efectuar los créditos y contracréditos a que 
haya lugar, así como los traslados presupuestales 
que garanticen el cumplimiento de la presente ley. 

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su promulgación. 

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

sesión Plenaria del Senado de la República el día 
15 de diciembre de 2011, al Proyecto de ley núme-
ro 57 de 2011 Senado, por la cual la nación y el 
Congreso de la República se asocian y rinden ho-
menaje al municipio de Viterbo en el departamen-
to de Caldas, con motivo de la conmemoración del 
primer centenario de su fundación y se autorizan 
apropiaciones presupuestales para la ejecución de 
las obras básicas que el municipio requiere, y de 
esta manera continúe su trámite legal y reglamen-
tario en la honorable Cámara de Representantes.

Marco Aníbal Avirama Avirama,
Senador Ponente.

El presente texto fue aprobado en sesión ple-
naria de Senado el 15 de diciembre de 2011 según 

-
ciones. 

El Secretario General.
Emilio Otero Dajud.

* * *
TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLE-

NARIA DEL SENADO DE LA REPÚBLICA 
EL DÍA 14 DE DICIEMBRE DE 2011 AL 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 133 DE 2011 
SENADO, 080 DE 2011 CÁMARA

por la cual se autoriza a la Nación a capitali-
zar a Colombia Telecomunicaciones S. A. E.S.P.

El Congreso de la República
DECRETA:

Artículo 1º. Autorízase a la Nación para con-
currir a la capitalización de Colombia Telecomu-
nicaciones S. A. ESP, mediante la asunción de las 
obligaciones de pago en cabeza de dicha sociedad 
derivadas del contrato de explotación de bienes, 
activos y derechos celebrado con el patrimonio 
autónomo receptor de activos de la Empresa Na-
cional de Telecomunicaciones, Telecom en liqui-
dación y las Empresas Teleasociadas liquidadas, 
hasta por un porcentaje de dichas obligaciones 
equivalente a la participación accionaria de la Na-
ción en Colombia Telecomunicaciones S. A. ESP., 
a cambio de acciones. La capitalización podrá ha-
cerse mediante la asunción de deudas o el aporte 
de créditos a cambio de acciones, la realización de 

aportes en especie u otra modalidad de fortaleci-
miento patrimonial.

Las operaciones aquí autorizadas, se encuen-

en el artículo 2º de la presente ley.
Estas operaciones se realizarán a través del Mi-

nisterio de Hacienda y Crédito Público de forma 
simultánea o posterior a la fecha en que el accio-
nista mayoritario concurra a la capitalización o 
asunción de las obligaciones de pago del contrato 
de explotación y no afectarán el cupo de endeuda-
miento.

Las obligaciones de pago del contrato de explo-
tación que asuma la Nación en virtud de la presen-
te ley se entenderán como obligaciones contingen-
tes, en la medida que el valor a pagar por la Nación 
es determinado o determinable a partir de factores 

o incierto. Para respaldar el compromiso, la Na-
ción deberá presupuestar anualmente en el rubro 
de servicio de deuda el pago a que haya lugar.

Parágrafo. Las obligaciones contingentes de 
las que trata el presente artículo, no se entende-
rán atendidas por el Fondo de Contingencias de las 
Entidades Estatales, creado por el artículo 2º de la 
Ley 448 de 1998. 

Artículo 2º. En desarrollo de las operaciones 
de que trata la presente ley, y en aplicación de las 
normas societarias y estatutarias correspondientes, 
se autoriza a la Nación para aprobar la decisión 
de fusionar Colombia Telecomunicaciones S.A., 
absorbiendo a otras compañías del sector de las 
Tecnologías de la Información y las Comunicacio-
nes. Las condiciones de intercambio de la fusión 
aceptables para la Nación, serán determinadas por 
el Conpes, con base en los estudios técnicos de va-
loración correspondientes. 

Artículo 3º. El reconocimiento y pago de los 
derechos pensionales de Telecom y sus Teleaso-
ciadas liquidadas, seguirán rigiéndose por las nor-
mas vigentes sobre la materia y, en consecuencia, 
en caso de que los recursos de su liquidación sean 

-
les estarán a cargo de la Nación, Ministerio de Tec-
nologías de la Información y las Comunicaciones, 
de conformidad con lo previsto por la Ley 651 de 
2001 y el Decreto-ley 254 de 2000.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su promulgación y deroga las disposicio-
nes que le sean contrarias.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

sesión Plenaria del Senado de la República el día 
14 de diciembre de 2011, al Proyecto de ley núme-
ro 133 de 2011 Senado, 080 de 2011 Cámara, por 
la cual se autoriza a la Nación a capitalizar a Co-
lombia Telecomunicaciones S. A. E.S.P., y de esta 
manera continúe su trámite legal y reglamentario 
en la honorable Cámara de Representantes.



Página 24 Miércoles, 21 de diciembre de 2011 GACETA DEL CONGRESO  987

Honorio Galvis Aguilar, José Iván Clavijo, Ro-
drigo Villalba Mosquera, José Francisco Herrera, 
Iván Name Vásquez, Jaime Zuluaga Aristizábal, 
Ponentes.

El presente texto fue aprobado en plenaria de 
Senado el 14 de diciembre de 2011 según texto 
propuesto para segundo debate.

El Secretario General.
Emilio Otero Dajud.

* * *
TEXTO APROBADO EN SESIÓN PLE-

NARIA DEL SENADO DE LA REPÚBLICA 
EL DÍA 14 DE DICIEMBRE DE 2011 AL 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 156 DE 2010 
SENADO

se dictan otras disposiciones.
El Congreso de la República

DECRETA:
Artículo 1º. El artículo 1° de la Ley 300 de 

1996, quedará así: 
Importancia de la industria turística: El tu-

rismo es una industria esencial para el desarrollo 
del país y en especial de las diferentes entidades 
territoriales y cumple una función social. Como 
industria que es, las tasas aplicables a los prestado-
res de servicios turísticos en materia impositiva se-
rán las que correspondan a la actividad industrial. 
El Estado le dará especial protección en razón de 
su importancia para el desarrollo nacional.

Artículo 2º. Objeto. La presente ley tiene por 
objeto el fomento, el desarrollo, la promoción, y 
la regulación de la actividad turística, a través de 
los mecanismos necesarios para la creación, con-
servación, protección y aprovechamiento de los 
recursos y atractivos turísticos nacionales, res-
guardando el desarrollo sostenible y sustentable 
y la optimización de la calidad, estableciendo los 
mecanismos de participación y concertación de los 
sectores público y privado en la actividad.

Artículo 3º. El artículo 2º de la Ley 300 de 
1996, quedará así: 

Principios: Son principios rectores de la activi-
dad turística los siguientes: 

1. Concertación. En virtud del cual las decisio-
nes y actividades del sector se fundamentarán en 
acuerdos para asumir responsabilidades, esfuerzos 
y recursos entre los diferentes agentes comprome-
tidos, tanto del sector estatal como del sector pri-
vado nacional e internacional para el logro de los 

Las comunidades se constituyen en parte y su-
jeto de consulta en procesos de toma de decisiones 
en circunstancias que así lo ameriten, para ello se 
acudirá al consentimiento previo libre e informado 
como instrumento jurídico ajustado al marco inter-
nacional de Naciones Unidas.

2. Coordinación. En virtud del cual las enti-
dades públicas que integran el sector turismo ac-

tuarán en forma coordinada en el ejercicio de sus 
funciones.

3. Descentralización. En virtud del cual la acti-
vidad turística es responsabilidad de los diferentes 
niveles del Estado en sus áreas de competencia y 
se desarrolla por las empresas privadas y estatales, 
según sus respectivos ámbitos de acción.

4. Planeación. En virtud del cual las activida-
des turísticas serán desarrolladas de acuerdo con el 
plan sectorial de turismo, el cual formará parte del 
plan nacional de desarrollo.

5. Libertad de empresa. En virtud del cual, y 
de conformidad con lo establecido en el artículo 
333 de la Constitución Política, el turismo es una 
industria de servicios de libre iniciativa privada, 
libre acceso y libre competencia, sujeta a los re-
quisitos establecidos en la ley y en sus normas 
reglamentarias. Las autoridades de turismo en los 
niveles nacional y territorial preservarán el merca-
do libre, la competencia abierta y leal, así como la 
libertad de empresa dentro de un marco normativo 
de idoneidad, responsabilidad y relación equilibra-
da con los usuarios.

6. Fomento. En virtud del cual el Estado prote-
gerá y otorgará prioridad al desarrollo integral de 
las actividades turísticas, recreacionales y en gene-
ral, todo lo relacionado con esta actividad en todo 
el territorio nacional.

7. Facilitación. En virtud del cual los distintos 
organismos relacionados directa o indirectamente 
con la actividad turística, deben aunar esfuerzos 

políticas y acciones turísticas de la Nación.
8. Desarrollo social, económico y cultural. 

El turismo conforme al artículo 52 de la Consti-
tución Política, es un derecho social y económico 
de las personas dada su contribución al desarrollo 
integral en el aprovechamiento del tiempo libre y 
en la revalorización de la identidad cultural de las 
comunidades.

9. Desarrollo sostenible. El turismo se desarro-
lla en armonía con los recursos naturales y cultu-

generaciones. La determinación de la “Capacidad 
de carga” constituye un elemento fundamental de 
la aplicación de este principio. El desarrollo sus-
tentable se aplica en tres ejes básicos: ambiente, 
sociedad y economía.

10. Calidad. En virtud del cual es prioridad op-
timizar la calidad de los destinos y de los servicios 

demanda nacional e internacional.
11. Competitividad. En virtud del cual, el desa-

rrollo del turismo requiere propiciar las condicio-
nes necesarias para el mejoramiento continuo de 
la industria turística de forma que genere riqueza 
y fomente las inversiones de capitales nacionales 
y extranjeros. Estas condiciones deben velar por 
la defensa del interés nacional y colectivo, garan-
tizando que quienes realicen inversiones en el país 
cumplan en su totalidad con la legislación tributa-
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ria, laboral, ambiental y de responsabilidad social 
empresarial.

12. Accesibilidad. En virtud del cual, es deber 
del sector turístico propender conforme al artícu-
lo 13 de la Constitución Política a la eliminación 
de las barreras que impidan el uso y disfrute de 
la actividad turística por todos los sectores de la 
sociedad, incentivando la equiparación de oportu-
nidades.

13. Protección al consumidor: Con miras al 
cabal desarrollo del turismo, el consumidor será 

-
tidades públicas y privadas.

Artículo 4°. Consejo Superior del Turismo. 
Créase el Consejo Superior de Turismo, bajo la 
dirección del Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo, como órgano de coordinación entre los 
entes estatales con el propósito de armonizar el 
ejercicio de sus competencias con la política tu-
rística dictada por dicho Ministerio, el cual estará 
integrado así:

1. El Ministro de Comercio, Industria y Turis-
mo

2. El Ministro del Interior
3. El Ministro de Relaciones Exteriores
4. El Ministro de Ambiente y Desarrollo Sos-

tenible
5. El Ministro de Transporte
6. El Ministro de Cultura
7. El Viceministro de Turismo
8. El Director de la Unidad Administrativa Es-

pecial de Aeronáutica Civil
9. El Director de la Unidad Especial de Migra-

ción Colombia 
10. El Director de la Unidad Administrativa 

Especial de Parques Nacionales
11. El Director de la Policía Nacional.
Parágrafo. Los Ministros solo podrán delegar 

su participación en los viceministros. El Consejo 
será presidido por el Ministro de Comercio, Indus-
tria y Turismo y en su ausencia por el Viceministro 
de Turismo. 

Artículo 5º. Atribuciones. Son atribuciones del 
Consejo Superior de Turismo, sin perjuicio de las 
no enunciadas y que le fueran inherentes para po-

a) Dictar su reglamento interno;
b) Convocar a entidades públicas y privadas a 

la asamblea, como miembros no permanentes con 
voz, pero sin voto; 

c) Participar en la elaboración de políticas y 
planes para el desarrollo del turismo que elabore 
el Viceministerio de Turismo; 

d) Proponer la creación de zonas, corredores y 
circuitos turísticos en las diferentes entidades te-
rritoriales con acuerdo de los entes involucrados 
donde puedan desarrollarse políticas comunes de 
integración, promoción y desarrollo de la activi-
dad; 

e) Fomentar en los departamentos, provincias y 
municipios con atractivos turísticos, el desarrollo 
de políticas de planeamiento estratégico comparti-
das entre el sector público y el privado; 

f) Asesorar en cuestiones referentes a la orga-
nización, coordinación, promoción, y reglamen-
tación de las actividades turísticas, tanto públicas 
como privadas; 

g) Promover el desarrollo turístico sustentable 
de las diferentes regiones del país;

h) Someter bajo su aprobación los proyectos 
seleccionados que integren el Plan Nacional de In-
versiones Turísticas.

Artículo 6º. Del Consejo Consultivo de la In-
dustria Turística. Créase el Consejo Consultivo de 
la Industria Turística, como órgano consultivo y 
asesor del Gobierno en materia de turismo, el cual 
estará integrado por:

1. El Ministro de Comercio, Industria y Turis-
mo.

2. El Viceministro de Turismo.
3. El Presidente de Proexport, quien podrá dele-

gar en el Vicepresidente de Turismo.
4. El Director del Fondo Nacional de Turismo.
5. El Presidente de la Asociación de Agremia-

ciones Nacionales de Prestadores Turísticos, con 

6. Los Presidentes de los gremios nacionales 
del sector, uno por cada tipo de prestador turístico, 

7. Un representante de las facultades de Admi-
nistración Turística o similares, de las institucio-
nes de Educación superior.

Artículo 7º. Funciones del Consejo Consultivo 
de la Industria Turística. Son funciones del Con-
sejo Consultivo de la Industria Turística:

1. Asesorar al Ministerio de Comercio, Indus-
-

mulación de las políticas, programas y proyectos 
de desarrollo y competitividad del turismo.

2. Analizar el desempeño nacional e internacio-
nal del sector de turismo y presentar las recomen-
daciones para el desarrollo y proyección del sector.

3. Detectar oportunidades de Cooperación Eco-
nómica o Técnica Internacional en favor del tu-
rismo y recomendar las gestiones pertinentes a su 
obtención.

4. Recomendar mecanismos que procuren una 
efectiva y permanente coordinación entre el sector 
público y el sector privado en favor del desarrollo 
y competitividad del turismo.

5. Realizar actividades de seguimiento, evalua-
ción y análisis de impacto de las políticas, progra-
mas y proyectos de Gobierno en relación con el 
turismo.

6. Propiciar el establecimiento, monitoreo y 
evaluación de indicadores de gestión relativos a 
las políticas, programas y proyectos del Gobierno 
respecto del turismo.
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7. Recomendar estrategias de seguridad turís-
tica.

Parágrafo 1°. El Consejo será presidido por el 
Ministro de Comercio, Industria y Turismo o en su 
ausencia por el Viceministro de Turismo. El Go-
bierno Nacional reglamentará su funcionamiento, 
incluyendo el procedimiento para la designación 
de sus miembros.

Parágrafo 2°. Los gobernadores y los alcaldes 
deberán crear consejos departamentales, munici-
pales o distritales de turismo, que cumplirán las 
mismas funciones del Consejo Consultivo de Tu-
rismo en el ámbito de sus competencias territoria-
les. Dichos Consejos deberán incorporar tres re-
presentantes de los prestadores de servicios turísti-
cos del Departamento, del Distrito o del Municipio 
según corresponda.

Artículo 8°. Consejo Superior de la Microem-
presa y de la Pequeña y Mediana Empresa. Los 
empresarios del sector turístico estarán represen-
tados en el Consejo Superior de Microempresa 
y en el Consejo Superior de Pequeña y Mediana 
Empresa, creados por el artículo 5º del Decreto-
ley 210 de 2003, por el Presidente de la asociación 
de agremiaciones nacionales de prestadores turís-

Artículo 9º. Consejo Nacional de Seguridad 
Turística. Confórmese como instancia de alto ni-
vel desde la cual se consoliden y apoyen los pro-
gramas que se adelanten en el campo de la seguri-
dad turística, mediante trabajo en equipo y mejo-
ramiento de los canales de comunicación entre las 
entidades que lo integran. Formarán parte de este 
Consejo: 

1. El Ministerio de Defensa Nacional
2. El Ejército Nacional
3. La Fuerza Aérea
4. La Policía Nacional
5. La Armada Nacional
6. La Unidad Administrativa Especial de Mi-

gración Colombia
7. La Cruz Roja Colombiana
8. La Defensa Civil Colombiana
9. El Ministerio de Comercio, Industria y Tu-

rismo.
El Gobierno Nacional reglamentará la con-

formación y funcionamiento de este Consejo, así 
como el nivel de sus integrantes.

Parágrafo. Confórmense Comités Departamen-
tales de Seguridad Turística, con los representan-
tes de las mismas instituciones que integran el 
Consejo Nacional, en el ámbito de su jurisdicción. 
El Gobierno Nacional reglamentará su funciona-
miento.

Artículo 10. El artículo 26 de la Ley 300 de 
1996 quedará así:

Defínase Turismo como el conjunto de activi-
dades que realizan las personas -turistas- durante 
sus viajes y estancias en lugares distintos al de su 
entorno habitual, por un período consecutivo infe-

negocios o por eventos y convenciones u otros 
motivos. También se consideran turistas interna-

cionales los pasajeros de cruceros y los colombia-
nos residentes en el exterior de visita en Colombia.

Artículo 11. El parágrafo del artículo 32 de la 
Ley 300 de 1996, quedará así:

Parágrafo. Entiéndase por personas de recur-
sos económicos limitados aquellos cuyos ingresos 
familiares mensuales sean iguales o inferiores a 
dos (2) salarios mínimos legales mensuales vigen-
tes.

Artículo 12. El artículo 33 de la Ley 300 de 
1996 quedará así:

Promoción del Turismo de interés social. Con 
el propósito de ser más incluyente y de garantizar 
el derecho a la recreación, a la práctica del deporte 
y al aprovechamiento del tiempo libre consagra-
do en el artículo 52 de la Constitución Política, 
el Estado promoverá el desarrollo del turismo de 
interés social. Para este efecto, el Viceministerio 
de Turismo, con el apoyo y en coordinación con 
las dependencias y entidades competentes, promo-
verá la constitución y operación de empresas de 
miembros del sector social, que tengan por objeto 
la prestación de servicios turísticos accesibles a la 
población menos favorecida. Así mismo, promo-
verá la conjunción de esfuerzos para mejorar la 
atención y desarrollo de aquellos lugares en que 
pueda ser susceptible elevar su nivel económico de 
vida, mediante la industria turística, para tal efecto 
el plan sectorial de turismo deberá contener direc-
trices y programas de apoyo al turismo de interés 
social.

Parágrafo. Harán parte integral de este sector 
las entidades que desarrollen actividades de re-
creación o turismo social, en particular las Cajas 
de Compensación Familiar.

Artículo 13. El artículo 35 de la Ley 300 de 
1996 quedará así:

Adultos mayores, pensionados, minusváli-
dos, jóvenes y estudiantes carnetizados de los 
niveles I y II del Sisbén. El Gobierno Nacional 
reglamentará los programas de servicios y des-
cuentos especiales en materia de turismo para 
las personas contempladas en el presente artículo 
siempre y cuando pertenezcan a los niveles I y II 
del Sisbén.

El Gobierno Nacional promoverá la suscripción 
de acuerdos con los prestadores de servicios turís-
ticos y con las Cajas de Compensación Familiar, 
por medio de los cuales se determinen precios, 
exenciones tributarias y condiciones adecuadas, 
así como paquetes que hagan posible el cumpli-
miento de los objetivos del presente artículo, en 

Parágrafo. Las Cajas de Compensación Fami-
liar dentro de los recursos que apropian para las 

-
mente el 2.5% de dichos recursos para el fomento, 
promoción y desarrollo de programas que promue-
van el turismo social de los sectores menos favo-
recidos, conforme a lo establecido en el numeral 4 
del artículo 43 de la Ley 21 de 1982.

Artículo 14. El artículo 3° de la Ley 1101 de 
2006 quedará así: 
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para la Promoción del Turismo
señalados en el artículo 1º de la presente ley, se 
consideran aportantes los siguientes:

1. Los hoteles y centros vacacionales. 
2. Las viviendas turísticas y otros tipos de hos-

pedaje no permanente, cuyas ventas anuales sean 
superiores a los 50 smlmv, excluidos los estable-
cimientos que prestan el servicio de alojamiento 
por horas. En el caso de las viviendas turísticas 
ubicadas en los territorios indígenas se aplicará la 
contribución a aquellas cuyas ventas anuales sean 
superiores a los 100 smlmv.

3. Las agencias de viajes y turismo, agencias 
mayoristas y las agencias operadoras.

5. Las empresas dedicadas a la operación de ac-
tividades tales como canotaje, balsaje, espeleolo-
gía, escalada, parapente, canopée, buceo, deportes 
náuticos en general.

6. Los operadores profesionales de congresos, 
ferias y convenciones

7. Los arrendadores de vehículos para turismo 
nacional e internacional.

8. Los usuarios operadores, desarrolladores e 
industriales en zonas francas turísticas.

9. Las empresas comercializadoras de proyec-
tos de tiempo compartido y multipropiedad.

10. Los bares y restaurantes turísticos.
11. Los centros terapéuticos o balnearios que 

-
dicinales, tratamientos termales u otros medios 
físicos naturales cuyas ventas anuales sean supe-
riores a los 500 smlmv.

12. Las empresas captadoras de ahorro para 
viajes y de servicios turísticos prepagados.

13. Los parques temáticos.
14. Los concesionarios de aeropuertos y carre-

teras.
15. Las empresas de transporte de pasajeros: 

aéreas y terrestres, excepto el transporte urbano y 
el que opera dentro de áreas metropolitanas o ciu-
dades dormitorio.

16. Las empresas de transporte terrestre auto-
motor especializado, las empresas operadoras de 
chivas y otros vehículos automotores que presten 
servicio de transporte turístico.

17. Los concesionarios de servicios turísticos 
en parques nacionales que presten servicios dife-
rentes a los señalados en este artículo.

18. Los centros de convenciones.
19. Las empresas de seguros de viaje y de asis-

tencia médica en viaje.
20. Las sociedades portuarias orientadas al tu-

rismo o puertos turísticos por concepto de la ope-
ración de muelles turísticos.

21. Los establecimientos del comercio ubica-
dos en las terminales de transporte de pasajeros 
terrestre, aéreo y marítimo cuyas ventas anuales 
sean superiores a 100 smlmv.

22. Las empresas operadoras de proyectos de 
tiempo compartido y multipropiedad.

23. Las empresas asociativas de redes de ven-
dedores multinivel de servicios turísticos. 

24. Los guías de turismo.
25. Las empresas organizadoras de conciertos y 

de espectáculos artísticos masivos.
Parágrafo 1°. Para efectos de la liquidación del 

artículo 2°, se excluirán de las ventas de los hote-
les el valor de las ventas realizadas por las empre-
sas de tiempo compartido.

-
cales de la presente ley, se considera que prestan 
los servicios de vivienda turística las personas na-
turales o jurídicas cuya actividad sea la de arren-
dar o subarrendar por periodos inferiores a 30 días 
con o sin servicios complementarios, bienes raíces 
de su propiedad o de terceros o realizar labores de 
intermediación entre arrendadores y arrendatarios 
para arrendar inmuebles en las condiciones antes 
señaladas. Se presume que quien aparezca arren-
dando en un mismo municipio o distrito más de 
cinco inmuebles de su propiedad o de terceros por 
periodos inferiores a 30 días es prestador turístico.

Parágrafo 3°. El Ministerio de Comercio, In-

la calidad de “turístico” a los bares y restaurantes 

Parágrafo 4°. Tratándose de los concesionarios 
-

tículo 3° del presente artículo, la liquidación de la 
contribución se hará con base en los recaudos de 
derechos y tasas por el paso de vehículos para el 
transporte público y privado de pasajeros y en el 
caso de los concesionarios de aeropuertos con base 
en los recaudos de derechos y tasas por la utiliza-
ción de sus servicios e instalaciones por parte de 
aeronaves para el transporte de pasajeros y por los 
mismos pasajeros.

Parágrafo 5°. Los Guías de Turismo pagarán 
-

cal el veinte por ciento del salario mínimo legal 
mensual vigente en el año de su causación, a más 
tardar el 20 de abril del año siguiente al período 
objeto de la declaración.

Artículo 15. El artículo 4º de la Ley 1101 de 
2006, quedará así:

Impuesto con destino al turismo como inver-
sión social. Créase a partir de la fecha de entrada 
en vigencia de la presente ley, el impuesto nacio-
nal con destino al turismo como inversión social, 
mediante la promoción y el fortalecimiento de la 
competitividad que comprende la capacitación y 
la calidad turísticas.

El hecho generador del impuesto con destino al 
turismo es el ingreso al territorio colombiano de 
personas extranjeras, en medios de transporte aé-

El sujeto activo del impuesto con destino al tu-
rismo es la Nación - Ministerio de Hacienda y Cré-
dito Público. Son contribuyentes del impuesto con 
destino al turismo, todas las personas extranjeras, 
que ingresen a Colombia, en medios de transporte 
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Estarán exentas del impuesto con destino al tu-
rismo las siguientes personas. El Gobierno Nacio-
nal determinará mediante reglamento las condicio-
nes operacionales de dichas exenciones.

a) Los agentes diplomáticos y consulares de 
gobiernos extranjeros acreditados ante el Gobier-
no colombiano, y los funcionarios de organizacio-
nes internacionales creadas en virtud de tratados 

por Colombia;

internacional y el personal de las líneas aéreas de 

su labor deban ingresar a territorio nacional en 
comisión de servicios o en cumplimiento de sus 
labores;

c) Los pasajeros en tránsito en el territorio co-
lombiano;

d) Las personas que ingresen a territorio colom-
biano en caso de arribo forzoso al territorio nacio-
nal, incluidos los casos de emergencias médicas 
producidas a bordo.

A partir del 1° de enero de 2012 la tarifa del 
impuesto con destino al turismo será la suma de 
US$15 de los Estados Unidos de América o su 
equivalente en pesos colombianos.

El impuesto con destino al turismo deberá ser 
incluido por las empresas que presten de manera 
regular el servicio de trasporte aéreo internacional 
de pasajeros con destino a Colombia, en el valor 
del pasaje aéreo y su pago se hará trimestralmente.

Parágrafo. Los recursos asignados a los Depar-
tamentos, Distritos y Municipios como parte 

del Sistema General de Participaciones deriva-
dos de este impuesto se asignarán a la promoción y 
la competitividad turística, como componentes de 

Artículo 16. Requisitos para los incentivos. 
Solo los prestadores de servicios turísticos debida-
mente inscritos en el Registro Nacional de Turismo 

y tributarios consagrados en disposiciones de or-
den nacional, departamental, distrital o municipal 

la actividad turística. La omisión de la actualiza-
ción del Registro, así como el incumplimiento en 

la aplicación del incentivo.
Artículo 17. Los recursos señalados en el artí-

culo 8º de la Ley 1101 de 2006, así como los asig-
nados en el Presupuesto Nacional para la infraes-
tructura turística, promoción y la competitividad 
Turística, y el recaudo del Impuesto al Turismo, 
formarán parte de los recursos del Fondo de Pro-
moción Turística que en adelante llevará el nom-
bre de Fondo Nacional de Turismo –Fontur– y se 
constituirá como Patrimonio Autónomo. 

Parágrafo. Como parte de la infraestructura tu-
rística, las cámaras de comercio en asocio con el 
Fondo Nacional de Turismo, la Nación, las entida-
des territoriales, con otras entidades públicas o pri-
vadas, o individualmente, continuarán destinando 
recursos de origen público o privado provenientes 
del desarrollo de sus actividades a la creación y 

operación de centros de eventos y convenciones y 
-

lebración de eventos, congresos y actividades fe-
riales, contribuyan a la generación de empleo y al 
desarrollo turístico de sus regiones.

Artículo 18. Los bienes inmuebles con voca-
ción turística incautados debido a su vinculación 

-
cimiento ilícito, testaferrato y conexos, así como 
por acciones de extinción del derecho de dominio 
serán administrados por el Fondo Nacional del 
Turismo; los recursos de su explotación estarán 
destinados al mantenimiento y mejoramiento de 
estos bienes. El producto de la enajenación de los 
bienes extinguidos a favor del Estado hará parte 
del Fondo para ser destinados al desarrollo del tu-
rismo social. Para efectos de la administración y 
enajenación de los bienes, el Fontur o la entidad 
administradora se regirán por las normas del dere-
cho privado.

Artículo 19. Impuesto de timbre. El Gobierno 
Nacional destinará anualmente el 100% del recau-
do del impuesto de timbre creado por el numeral 
3 del artículo 14 de la Ley 2ª de 1976, para que 
a través del Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo se contraten con el Fondo Nacional del 
Turismo, los programas de promoción interna y 
externa del turismo y competitividad, que incluye 
la infraestructura turística, debiendo hacer para el 
efecto las apropiaciones presupuestales correspon-
dientes.

Artículo 20. Fomento de los estudios turísticos. 

criterios en la programación de los estudios de for-
mación reglada y ocupacional del sector turístico 
y promoverá el acceso a la formación continua de 
las trabajadoras y trabajadores ocupados del sec-
tor. Asimismo, apoyará la formación turística des-
tinada a la adquisición de nuevos conocimientos y 
tecnologías y la formación de formadores.

2. El Gobierno Nacional, impulsará la suscrip-
ción de acuerdos y convenios con las universida-
des para la elaboración de programas y planes de 
estudios en materia turística.

Artículo 21. Semana de Receso Estudiantil. Se 
incorporará en el calendario académico cinco (5) 
días de receso estudiantil. Para los estudiantes de 
calendario A, será la semana anterior al día feriado 
en que se conmemora el descubrimiento de Amé-
rica, 12 de octubre, y para los estudiantes de calen-
dario B, será la semana anterior al día feriado en 
que se conmemora la independencia de Cartagena, 
11 de noviembre. Esta semana se aprovechará para 
incentivar el turismo a través de la promoción de 
planes turísticos, buscando que se disfrute al máxi-
mo las actividades de recreación, tiempo libre, cul-
tura y deporte tal como lo expresa el artículo 52 de 
la Constitución Política.

Parágrafo 1°. Los cinco (5) días de receso a que 
-

riodo lectivo de tal manera que se mantengan las 

del respectivo calendario.
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Parágrafo 2°. Dentro de la semana de receso 
estudiantil, para el desarrollo institucional de los 
docentes y directivos, se deben descontar de las 
siete (7) semanas de vacaciones establecidas para 
este personal docente, tres días de vacaciones para 
que sean disfrutados en la semana de receso. 

Parágrafo 3°. El Gobierno Nacional, a través 
del Viceministerio de Turismo y los prestadores de 
servicios turísticos traídos por el artículo 12 de la 
Ley 1101 de 2006, durante la semana de receso 
estudiantil, establecerán y/o mantendrán las tarifas 
más económicas de temporada baja para incentivar 
y promover el turismo, las relaciones de familia y 
la identidad académica y cultural del país. 

Parágrafo 4°. Los estudiantes de educación bá-
sica y media, podrán disfrutar por una vez en el 
año de una semana de vacaciones en baja tempo-

-
ciones sea igual o superior al 80%. Los estudiantes 

viaje realizado.
Artículo 22. Procedimiento para acceder a los 

recursos del Programa Nacional de Inversiones 
Turísticas. Las entidades territoriales deben remi-
tir al Viceministerio de Turismo los proyectos por 
ellas propuestos para la realización de programas 
generales de interés turístico. El Viceministerio de 
Turismo expedirá pronunciamiento respecto de la 
conveniencia y viabilidad de los mismos conforme 

y complementarias. Los proyectos seleccionados 
integrarán el Programa Nacional de Inversiones 
Turísticas, el cual será remitido al Consejo Supe-
rior de Turismo, para su aprobación. 

Artículo 23. Protección al turista. Para efectos 
de garantizar los derechos de los turistas, se debe 
tener en cuenta lo establecido en la Ley 1480 de 
2011 “Estatuto del Consumidor”, en lo que no esté 
regulado en la Ley 300 de 1996 y las normas que 

Artículo 24. El artículo 94 de la Ley 300 de 
1996 quedará así:

De los Guías de Turismo. Se considera guía 
de turismo a la persona natural que presta servi-
cios profesionales en el área de guionaje o guianza 
turística, cuyas funciones hacia el turista, viajero 
o pasajero son las de orientar, conducir, instruir y 
asistir durante la ejecución del servicio contratado.

Se reconoce como profesional en el área de 
guionaje o guianza turística en cualquiera de sus 
modalidades, a la persona que esté inscrita en el 
Registro Nacional de Turismo, previa obtención 
de la correspondiente tarjeta profesional como 
Guía de Turismo, otorgada por la Entidad u orga-
nismo que el Gobierno designe.

Para obtener la tarjeta profesional deberá acre-
ditarse, como mínimo título de formación de edu-
cación superior del nivel tecnológico como Guía 

Entidad de Educación Superior reconocida por el 
Gobierno Nacional. 

También podrá ser reconocido como Guía de 
Turismo, quien ostente un título profesional en las 

el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo y 

Técnicas Sectoriales para Guías de Turismo. Estos 
últimos solamente podrán ejercer la actividad en el 
ámbito de su especialidad. 

El Estado, por intermedio del SENA o una En-
tidad de Educación Superior reconocida por el Go-
bierno Nacional, promoverá el desarrollo de com-
petencias en bilingüismo, para proporcionar herra-
mientas que permitan el acceso en condiciones de 
igualdad y equidad a la oferta laboral y empresa-
rial del sector turístico. No obstante, quien obtenga 
el título profesional de guía de turismo a partir del 
segundo año de vigencia de la presente Ley deberá 
acreditar el conocimiento de un segundo idioma. 

La Tarjeta Profesional de Guía de Turismo es 
el documento único legal que se expide para iden-

la misma en el ejercicio profesional del Guionaje 
o Guianza Turística. El Gobierno Nacional regla-
mentará la expedición de la Tarjeta Profesional.

Los prestadores de servicios turísticos, así como 
las personas o entidades a cargo de la administra-
ción de todos los atractivos turísticos registrados 
en el inventario turístico nacional, están en la obli-
gación de observar y hacer cumplir que el servicio 
profesional de Guionaje o Guianza Turística sea 
prestado únicamente por Guías de Turismo inscri-
tos en el Registro Nacional de Turismo.

El Gobierno Nacional, en desarrollo de los 
principios generales de la industria turística, pre-
via consulta con las diferentes organizaciones gre-
miales que representan legalmente a los Guías de 
Turismo, reglamentará la profesión de Guionaje o 
Guianza Turística y su ejercicio.

Artículo 25. La Policía de Turismo garantizará 
la presencia permanente en Aeropuertos y Termi-
nales de Transporte, de personal capacitado en un 
segundo idioma, información Turística y conoci-

cual estén prestando sus servicios.
Artículo 26. El artículo 109 de la Ley 300 de 

2006, quedará así: 
De los círculos metropolitanos turísticos-. 

Los municipios podrán conformar Círculos Turís-
-

mo en sus regiones, de acuerdo a lo establecido 
en la Ley 1454 de 2011 “Ley de Ordenamiento 
Territorial”. Estos Círculos podrán formular pro-
yectos al Banco de Proyectos del Fondo Nacional 
del Turismo.

Los vehículos de servicio público terrestre au-
tomotor individual de Pasajeros en Vehículos Taxi 
de pasajeros que transporten turistas dentro de los 
círculos metropolitanos no requerirán planillas 
para trasladarlos entre los municipios que hacen 
parte del correspondiente Círculo. 

Artículo 27. De la publicidad turística. El nú-
mero que corresponda al Registro Nacional de Tu-
rismo deberá ser incluido en toda publicidad del 
prestador de servicios turísticos. Tanto los presta-
dores de servicios turísticos como las empresas de 
transporte en el caso de anunciar precios, deberán 
incluir todos los impuestos del país o del exterior, 
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tasas, cargos, sobrecargos o tarifas que afecten el 

ofrecidos y el tipo de cambio aplicable si el pre-
cio estuviere indicado en moneda diferente a la de 
curso legal en Colombia. La infracción a lo dis-
puesto en este artículo se considerará publicidad 
engañosa.

Artículo 28. Se exceptúan de la prohibición con-
templada en el inciso 4º del artículo 10 de la Ley 
1474 de 2011 las entidades públicas y patrimonios 
autónomos que tengan como función la promoción 
turística y cultural del país, o el desarrollo de la 
cartografía nacional, los cuales podrán patrocinar, 
contratar o realizar la impresión de publicaciones 

Artículo 29. Estadísticas. El Departamento Ad-
ministrativo Nacional de Estadística, DANE, lle-
vará el registro de las estadísticas relacionadas con 
el sector turístico y de manera mensual entregará 
la información correspondiente, según los diferen-
tes renglones de la actividad que de común acuer-
do se determine con el Ministerio de Comercio, 
Industria y Turismo, incluyendo la denominada 
cuenta satélite y el turismo fronterizo.

Parágrafo. Las tarjetas de registro hotelero se-
-

formación estadística sobre visitas de nacionales 
y extranjeros, en los términos y condiciones que 
señale el reglamento que expida el Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo. El manejo de esta 
información por parte del DANE se deberá rea-
lizar con la debida reserva y, en consecuencia, la 
información contenida en las tarjetas de registro 
hotelero no podrá darse a conocer al público sino 
únicamente en resúmenes numéricos, que no ha-
gan posible deducir de ellos información alguna 
de carácter individual que pudiera utilizarse para 

-
gación judicial o cualquiera otro, diferente al pro-
piamente estadístico.

Artículo 30. Consecuencias de la no actualiza-
ción del Registro Nacional de Turismo. El Minis-
terio de Comercio, Industria y Turismo procederá 
a la suspensión automática del Registro Nacional 
de Turismo de los prestadores de servicios turísti-
cos que no lo actualicen anualmente dentro de las 
fechas señaladas en la reglamentación. Durante el 
tiempo de suspensión del Registro, el prestador, no 
podrá ejercer la actividad. Para la reactivación de 
la inscripción en el Registro Nacional de Turismo, 
el prestador deberá solicitarla y acreditar la cance-
lación a favor del Fondo de Promoción Turística, 
de un (1) salario mínimo legal mensual vigente en 
el momento del pago.

El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo 
solicitará a las Alcaldías Distritales y Municipales 
el cierre temporal inmediato de los establecimien-
tos turísticos hasta tanto los prestadores acrediten 
estar al día en la actualización del Registro Nacio-
nal de Turismo. Para el levantamiento de la medida 
prevista en este inciso, las autoridades distritales y 

que el prestador de servicios turísticos ha cumpli-
do con su deber de actualizar el Registro Nacional 
de Turismo.

Parágrafo 1°. Las investigaciones administrati-
vas en curso a la entrada en vigencia de la presente 
ley, por no haber actualizado el Registro Nacional 
de Turismo en los años anteriores serán archiva-
das, por única vez. Los prestadores de servicios 
turísticos podrán reactivar su inscripción con la 
acreditación de la cancelación de un (1) salario 
mínimo legal mensual vigente en el momento del 
pago, por cada uno de los períodos en los que no 
actualizó.

Parágrafo 2°. El Registro Nacional de Turismo 
será único y de cobertura Nacional, estará a cargo 
del Viceministerio de Turismo o de las Cámaras de 
Comercio en los términos de la Ley 1101 de 2006. 
El Gobierno estableció los requisitos de calidad y 
las garantías de protección al usuario.

Artículo 31. Obligación a cargo de los adminis-
tradores de propiedad horizontal. Es obligación 
de los administradores de los inmuebles sometidos 
al régimen de propiedad horizontal en los cuales 
se preste el servicio de vivienda turística, reportar 
al Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, la 
prestación de tal tipo de servicios en los inmuebles 
de la propiedad horizontal que administra, cuan-
do estos no estén autorizados por los reglamentos 
para dicha destinación, o no se encuentren inscri-
tos en el Registro Nacional de Turismo.

La omisión de la obligación contemplada en 
este artículo acarreará al administrador la imposi-
ción por parte del Ministerio de Comercio, Indus-
tria y Turismo de una sanción consistente en mul-
ta de hasta 3 salarios mínimos legales mensuales 
vigentes en el momento del pago, con destino al 
Fondo de Promoción Turística.

Al prestador del servicio de vivienda turística 
que opere sin la previa autorización en los regla-
mentos de propiedad horizontal debidamente re-

Públicos, le serán impuestas las sanciones contem-
pladas en el numeral 2 del artículo 59 de la Ley 
675 de 2001, de acuerdo con el procedimiento es-
tablecido en dicha ley. Lo anterior sin perjuicio de 
las sanciones que se derivan de la no inscripción 
en el Registro Nacional de Turismo.

Artículo 32. Calidad turística. Las normas téc-
nicas de calidad expedidas por las Unidades Secto-
riales de Normalización establecidas en el artículo 
69 de la Ley 300 de 1996 mencionadas con las ac-
tividades del denominado turismo de aventura y 
con la sostenibilidad turística, serán de obligatorio 
cumplimiento por parte de los prestadores de ser-
vicios turísticos, de acuerdo con la reglamentación 
que expida el Ministerio de Comercio, Industria y 
Turismo.

Artículo 33. Al artículo 18 de la Ley 300 de 
1996, se le adicionará el siguiente parágrafo:

Desarrollo turístico prioritario. Los Concejos 
Distritales o Municipales previo el visto bueno del 
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo o a 
solicitud de este Ministerio, en ejercicio de las fa-
cultades consignadas en el artículo 313 numeral 7 
de la Constitución Política, determinarán las Zo-
nas de Desarrollo Turístico prioritario, que produ-
cirá los siguientes efectos: 
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1. Afectación del uso del suelo para garantizar 
el desarrollo prioritario de actividades turísticas. 
El uso turístico primará sobre cualquier otro uso 
que más adelante se decrete sobre tales áreas, y 
que no sea compatible con la actividad turística. 

2. Apoyo local en la dotación a esas áreas de 
servicios públicos e infraestructura básica, de 
acuerdo con los planes maestros distritales o, mu-
nicipales. 

Parágrafo 1°. De conformidad con lo estable-
cido por el artículo 32, numeral 7 de la Ley 136 
de 1994, los Concejos Distritales o Municipal es, 
podrán establecer exenciones sobre los tributos de 
su competencia en las zonas de desarrollo turístico 
prioritario. 

Parágrafo 2°. El Ministerio de Comercio, In-
dustria y Turismo y el Fondo Nacional de Turis-
mo, apoyarán con acciones de promoción y com-
petitividad las áreas declaradas por los Concejos 
Distritales o Municipales como Zonas de Desarro-
llo Turístico Prioritario.

Artículo 34. Exigibilidad de garantías a los 
prestadores de servicios turísticos y a las empre-
sas de transporte aéreo de pasajeros. El Ministe-
rio de Comercio, Industria y Turismo podrá exigir 
a los prestadores de servicios turísticos que deter-
mine, y el Ministerio de Transporte a las empresas 
aéreas, la constitución de garantías expedidas por 

constituidas legalmente en Colombia que amparen 
el cumplimiento de los servicios contratados por 
los turistas y las devoluciones de dinero a favor 
de los usuarios cuando haya lugar a ello. Esta ga-
rantía deberá permanecer vigente, so pena de las 
sanciones establecidas en el artículo 72 de la Ley 
300 de 1996.

Artículo 35. Créanse los Comités locales para 
la Organización de las Playas, integrados por el 
funcionario designado por cada una de las siguien-
tes entidades: el Ministerio de Comercio, Industria 
y Turismo, la Dirección General Marítima – Di-
mar y la respectiva autoridad distrital o municipal, 
quienes tendrán como función la de establecer 
franjas en las zonas de playas destinadas al baño, 
al descanso, a la recreación, a las ventas de bienes 
de consumo por parte de los turistas y a la presta-
ción de otros servicios relacionados con las acti-
vidades de aprovechamiento del tiempo libre que 
desarrollen los usuarios de las playas.

El Gobierno Nacional reglamentará el funcio-
namiento de estos Comités.

Artículo 36. Será de competencia del Ministerio 
de Comercio, Industria y Turismo y del Ministerio 
de Ambiente y desarrollo Sostenible, coordinar el 
ejercicio de las actividades turísticas en las áreas 
naturales protegidas; las regulaciones o limitacio-

cobro de tarifas por el ingreso, y demás aspectos 
relacionados con las áreas naturales protegidas.

El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo 
deberá sujetarse a los planes de manejo ambiental 
de las áreas naturales protegidas, determinadas por 
el Ministerio de Ambiente y desarrollo Sostenible.

Artículo 37. El artículo 11 de la ley 1101 de 
2006 quedará así:

Artículo 11. El artículo 46 de ley 300 de 1996, 
quedará así: Del comité directivo del fondo pro-
moción turística. El Fondo de Promoción Turísti-
ca tendrá un Comité Directivo compuesto por diez 
miembros, de la siguiente manera:

a) El Ministro de Comercio, Industria y Turis-
mo quien sólo podrá delegar en el viceministro del 
ramo. El representante del Ministerio de Comer-
cio, Industria y Turismo presidirá el Comité;

b) El Presidente de Proexport o su delegado;
c) Cinco (5) representantes de organizaciones 

gremiales de aportantes;
d) Un gobernador designado por la Conferencia 

de Gobernadores;
e) Dos alcaldes elegidos por periodos de un año 

se elegirán de acuerdo a reglamentación que expi-
da el Gobierno Nacional;

f) Un representante del sector de ecoturismo.
g) El Director de la Aeronáutica Civil o su de-

legado.
A las reuniones del Comité Directivo del Fondo 

será invitado el Director (a) del Instituto Colom-
biano de Bienestar Familiar, cuando quiera que se 
discuta la destinación de recursos para la ejecución 
de políticas de prevención y campañas para la erra-
dicación de turismo asociado a prácticas sexuales 
con menores de edad.

Parágrafo 1°. La adopción de las decisiones del 
Comité Directivo requerirá el voto favorable del 
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo.

Parágrafo 2°. El Ministerio de Comercio, In-
dustria y Turismo reglamentará el procedimiento 
de selección de los representantes gremiales al 
Comité Directivo del Fondo de Promoción Turís-
tica, garantizando la participación de los pequeños 
prestadores de servicios turísticos.

Parágrafo 3°. Los directivos y representantes de 
las asociaciones o agremiaciones que hagan parte 
del Comité Directivo del Fondo de Promoción Tu-
rística, deberán ser elegidos observando las condi-
ciones y términos establecidos en el artículo 43 de 
la Ley 188 de 1995.

Parágrafo transitorio. El Comité Directivo del 

artículo 46 de la Ley 300 de 1996, continuará ejer-
ciendo sus funciones hasta que se integre el nuevo 
Comité que trata este artículo.

Artículo 38. El artículo 18 de la Ley 1101 de 
2006 quedará así:

Artículo 18. Banco de proyectos turísticos. 
Como parte de la Política de Turismo créase el 
Banco de Proyectos Turísticos en el cual, para 
cada vigencia anual, deben inscribirse los proyec-
tos de las Entidades Territoriales respecto de los 
cuales se demanden recursos para promoción pro-

ley, o del Presupuesto General de la Nación. Para 
la inscripción de los proyectos respectivos y la 
asignación de los recursos se tendrán en cuenta las 
siguientes reglas:
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1. Los proyectos serán incluidos en el Banco 
mediante decisión expresa del Comité Directivo 
del Fondo de Promoción Turística, previa solicitud 
de las Entidades Territoriales y entes particulares 
aportantes.

2. Los aportes se efectuarán sobre la base de 

3. Para municipio de categorías 4ª, 5ª y 6ª la 

4. Ningún proyecto recibirá recursos en cuan-
tía superior al 10% de los recursos destinados para 
el Banco de Proyectos Turísticos en la respectiva 
anualidad.

5. En la asignación de los recursos se tendrá en 
cuenta la optimización de las ventajas competiti-
vas de los distintos destinos turísticos y la promo-
ción equilibrada entre las entidades territoriales.

6. Para el Banco de Proyectos Turísticos se des-
tinará no menos del 20% ni más del 50% de los 
recursos a que hace referencia este artículo.

Parágrafo 1°. Los proyectos provenientes de los 
departamentos del Guaviare, Vaupés, Putumayo, 
Amazonas, Vichada, Caquetá, Guainía y el Chocó 

-
servar su rica biodiversidad, quedan excluidos de 

-
merales 2 y 3 del presente artículo.

Parágrafo 2°. Dentro de la destinación general 

se tendrá en cuenta una asignación especial para 
el evento descrito en el artículo 110 de la Ley 300 
de 1996.

Artículo 39. Vigencia y derogatorias. La pre-
sente ley rige a partir de la fecha de su publicación 
y deroga los artículos 3º, 29 y 36 de la Ley 300 de 
1996 y las disposiciones que le sean contrarias.

Con el propósito de dar cumplimiento a lo es-
tablecido al artículo 182 de la Ley 5ª de 1992, me 

sesión Plenaria del Senado de la República el día 
14 de diciembre de 2011, al Proyecto de ley núme-
ro 156 de 2010 Senado, 

1101 de 2006 y se dictan otras disposiciones, y de 
esta manera continúe su trámite legal y reglamen-
tario en la honorable Cámara de Representantes.

Mira, Plinio Olano Becerra, Carlos Alberto Bae-
 

Eugenio Prieto Soto, Ponentes.
El presente texto fue aprobado en plenaria de 

Senado el 14 de diciembre de 2011, según texto 
-

nes.
El Secretario General,

Emilio Otero Dajud.
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